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INTRODUCCIÓN 
 

Las democracias en América Latina no han logrado cumplir con la expectativa de mejora en 

la calidad de vida de las personas. Los estudios sobre calidad democrática ya dedican tiempo 

ȅ ǇłƎƛƴŀǎ ǇŀǊŀ ŜƴǘŜƴŘŜǊ ǉǳŞ Ŝǎ ƭƻ ǉǳŜ Ƙŀ ǎǳŎŜŘƛŘƻΦ [ŀ ǇŀƭŀōǊŀ άŎƻǊǊǳǇŎƛƽƴέ ŎƻƳƛŜƴȊŀ ŀ 

repetirse de forma sistemática. La corrupción es un problema para la democracia porque 

supone la apropiación privada del poder público, conlleva el desvío de fondos y el uso de 

relaciones ilegales para ganar licitaciones que tienen el objetivo de generar bienes u ofrecer 

servicios públicos. Desde la década de los 90, se han realizado estudios mucho más 

centrados en el análisis del impacto que la corrupción tiene en la economía, en variables 

relevantes para cualquier democracia como el crecimiento económico o la distribución. Sin 

embargo, la corrupción no solo afecta a la economía, afecta también a los derechos 

humanos. En este documento se analiza la relación entre la corrupción y las violaciones a 

los derechos humanos, la forma en que los actos de corrupción generan violaciones a los 

derechos humanos.  

Los estudios sobre el impacto de la corrupción a los derechos humanos son 

prácticamente inexistentes. Hay textos que analizan conceptualmente cómo se esperaría 

que la corrupción genere violaciones a los derechos humanos, pero no acompañan 

evidencia empírica de tal relación, vaya, son una base interesante para la discusión, pero 

no sirven para realizar diseños de políticas públicas anticorrupción sustentados en 

evidencia. Este es el principal objetivo de este estudio: observar empíricamente el impacto 

de la corrupción sobre las violaciones a derechos humanos.  

A partir de este objetivo general, se establecen diversos objetivos específicos: medir 

la corrupción en México, medir el ejercicio de derechos humanos en México, teorizar sobre 

la relación causal de la corrupción y los derechos humanos, pensar en futuros estudios sobre 

esta fuente de violaciones a derechos humanos y, en ellos, reflexionar sobre aspectos clave 

que debiera tener una política pública anticorrupción.  



 
 

9 

A partir de estos objetivos específicos se fueron tomando decisiones metodológicas 

que nos permitieran tener un trabajo empíricamente sólido. Medimos la corrupción 

considerando cada una de las 32 entidades federativas que integran a México con datos 

oficiales de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 

elaborada por el INEGI, de la Auditoría Superior de la Federación y de la Secretaría de la 

Función Pública en el periodo del 2000 al 2014.  

Medimos el ejercicio de derechos humanos en cada una de las 32 entidades 

federativas a partir de datos oficiales provenientes de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos, los datos estadísticos de homicidios elaborada por el INEGI, los datos sobre 

participación electoral diseñados por el INE, datos de averiguaciones previas solicitados a 

la PGR, así como indicadores económicos y sociales provenientes de CONAPO, CONEVAL e 

IDH-PNUD. Los derechos humanos fueron medidos para el periodo 2000 al 2014. 

Como puede observarse, buena parte del esfuerzo de investigación se puso en la 

elaboración de una base de datos sólida que, con diversas fuentes, todas oficiales y 

confiables, nos permitiera tener distintas mediciones tanto de la corrupción como de los 

derechos civiles, políticos, económicos y sociales.  

Con los datos listos, la segunda fase de la investigación supuso el análisis de las 

relaciones entre la corrupción y los derechos humanos. Fue necesario desarrollar modelos 

estadísticos para mirar si efectivamente los cambios en la tendencia de la corrupción tenían 

un impacto en las diferencias en el ejercicio de los derechos humanos entre el 2000 y el 

2014. ¿Qué fue lo que encontramos? ¿Cuál fue el resultado? Eso es lo que el lector puede 

leer en las próximas páginas.  

El documento está conformado por siete secciones. En la primera se desarrolla el 

marjo teórico sobre el ejercicio de los derechos humanos. En ese acápite se explica cómo 

se midieron los derechos humanos en este estudio. La segunda sección se dedica al 

desarrollo teórico de la corrupción: qué es, cuáles son sus distintos niveles y cómo se puede 

medir la corrupción. En el tercero se reliza una propuesta teórica para explicar por qué la 

corrupción genera violaciones a los derechos humanos. En el cuarto se explica la 
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metodología que fue utilizada. En el quinto acápite se presenta la evidencia empírica de la 

corrupción, el ejercicio de derechos humanos y la relación entres estos dos fenómenos 

sociales, la forma específica en que la corrupción genera violaciones a los derechos 

humanos. Considerando el marco de oportunidad en el que se encuentra México, 

dedicamos la sexta sección al análisis del diseño institucional del Sistema Nacional 

Anticorrupción. Finalmente, en la última sección desarrollamos unas conclusiones e 

identificamos algunas áreas de oportunidad para pensar ¿por dónde puede arrancar una 

estrategia anticorrupción que busque evitar las violaciones a los derechos humanos? Para 

facilitar la lectura del texto, agregamos una Síntesis Ejecutiva al inicio del documento, así 

como una recopilación de las propuestas desarrolladas a lo largo del documento que cierran 

la investigación.  

Con este trabajo esperamos abonar un poco a la importante lucha contra la 

corrupción, pero, especialmente, a generar un México donde más personas puedan 

efectivamente ejercer sus derechos humanos.   



 
 

11 

ANTECEDENTES 

 

Como parte de sus actividades de protección, observancia, promoción, estudio y 

divulgación de los DESCA, la CNDH reconoce la importancia de participar con instituciones 

de educación superior para coadyuvar en el entendimiento sobre problemáticas 

contemporáneas que trastocan la dignidad humana, como es el caso de los actos de 

corrupción. 

Sobre este particular fenómeno y sus implicaciones sobre los derechos humanos, en 

2013 la entonces Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 

Navi Pillay, expresó que si había algo claro sobre la corrupción es que ésta mata. Al respecto, 

las cifras advierten que el dinero robado a través de la corrupción es suficiente para 

alimentar a las personas que mueren de hambre en el mundo 80 veces.  

En ese contexto, la inquietud sobre los efectos de la corrupción se ha vuelto evidente 

en las agendas de derechos humanos, tanto a nivel internacional como en México. Por 

tanto, el presente estudio, que deriva del convenio de colaboración suscrito en noviembre 

de 2016 entre la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la Universidad Nacional 

Autónoma de México, a través del Instituto de Investigaciones Jurídicas, busca brindar una 

primera aproximación académica al conocimiento acerca del vínculo entre la corrupción y 

el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos, particularmente los denominados 

derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA). Y con ello, sentar las 

bases que permitan incidir en mejores prácticas conducentes a una mayor protección de 

los derechos humanos. 

En el recuento de los antecedentes que motivan ampliar las fronteras del 

conocimiento sobre la corrupción y sus implicaciones en el bienestar de las personas, no 

puede perder mención las dos reformas constitucionales de la última década, que 

vigorizaron ambas materias. La primera de ellas, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 10 de junio de 2011, modificó y adicionó el Capítulo I de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y con ello, entre otras cuestiones, se sentó la 
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obligación para todas las autoridades, de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos bajo los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. 

La segunda, promulgada en mayo de 2015, creó el Sistema Nacional Anticorrupción, 

como instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno, 

para prevenir, detectar y sancionar los hechos de corrupción.  

En el ámbito internacional cabe destacer la 5ŜŎƭŀǊŀŎƛƽƴ aŞǊƛŘŀ ά[ƻǎ hōƧŜǘƛǾƻǎ ŘŜ 

Desarrollo Sostenible: ¿Qué papel tienen las Instituciones Nacionales de Derechos 

Humanos?", aprobada por los Ombudspersons de 53 países en el marco de la 12ª 

Conferencia Internacional del Comité Internacional de Coordinación de Instituciones 

Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos, realizada en octubre 

del 2015. A través de dicho documento, las Instituciones Nacionales de los Derechos 

Humanos, entre ellas la CNDH, se comprometieron con los gobiernos nacionales y locales y 

otras instancias interesadas, a proporcionar asesoría para la implementación y medición de 

la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas en septiembre del 2015, como parte de un plan de acción global a favor 

de la prosperidad humana.  

Asimismo, los organismos nacionales de derechos humanos asumieron, mediante la 

realización de estudios e investigaciones, el compromiso de responder a las demandas 

ciudadanas y a las denuncias por violaciones de los derechos humanos en el marco del 

desarrollo y la implementación de los diecisiete Objetivos de Desarrollo Sostenibles (ODS), 

entre ellos el número 16, que convoca a lograr sociedades pacíficas e inclusivas para el 

desarrollo sostenible; para lo cual se fija la meta de reducir la corrupción y el soborno en 

todas sus formas. 

En tal virtud, es clara la trascendencia de combatir la corrupción para asegurar la 

eficacia de las medidas del Estado Mexicano conducentes a brindar cumplimiento a sus 

obligaciones en materia de derechos humanos. De tal modo que el presente estudio 

representa una primera exploración hacia la identificación del vínculo teórico y empírico 

entre dicha problemática y la dignidad humana. 
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SÍNTESIS EJECUTIVA 

 

ANALISIS DE LA CORRUPCIÓN EN MÉXICO 

ALGUNAS CIFRAS SOBRE CORRUPCIÓN4 

La corrupción en México 

¶ México pasó de tener 35 puntos en el Índice de Percepción de la Corrupción 

en el 2014 y 2015; a 30 en el 2016. Esto supuso una caída de 28 posiciones 

pasando del lugar 95 al 123 de los 176 países analizados. La caída sucedió 

justo en los años en que se concretó el Sistema Nacional Anticorrupción.  

La percepción de corrupción en las entidades federativas 

¶ Entre el 85 y 95% de la población consideran que la policía es corrupta 

(ENVIPE, 2011-2015). Encabezan la lista el Estado de México, Tabasco y 

Tamaulipas. En la punta contraria están Colima, Sonora y Nuevo León. 

¶ Entre el 55 y el 89% de los encuestados consideran que la administración de 

justicia (policía judicial y ministerio público) es corrupta (ENVIPE, 2011-2015). 

Descollan la Ciudad y el Estado de México, acompañados por Morelos, y 

Oaxaca. En el lado contrario tenemos a Zacatecas, Guanajuato, Tamaulipas y 

Colima. 

¶ Entre el 57 y el 84% de los encuestados consideran que la impartición de 

justicia (jueces) es corrupta (ENVIPE, 2011-2015). Las entidades federativas 

que encabezan la lista son: Ciudad, y Estado de México, junto con Oaxaca; al 

final se encuentran Coahuila, Durango y Zacatecas. 

¶ Dejando fuera a Chihuahua, entre el 14 y el 46% de los encuestados 

consideran que la seguridad nacional (ejército y marina) es corrupta (ENVIPE, 

                                                      
4 La base de datos utilizada se puede consultar en el siguiente link: 
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.
xlsx?dl=0  

https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
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2011-2015). En Chihuahua más del 70% de la población considera que el 

ejército y la marina son corruptos. Con una caída de 24 puntos, le siguen 

Morelos, Guanajuato y Durango. En la parte contraria está Nuevo León, 

Tamaulipas y Zacatecas. 

¶ El Estado y la Ciudad de México junto con Morelos aparecen dentro de los 

primeros cuatro peores lugares (más percepción de corrupción) en tres de las 

cuatro mediciones (percepción de la corrupción en seguridad y seguridad 

nacional, administración y procuración de la justicia). Les sigue Oaxaca con 

dos de cuatro posibles apariciones.  

¶ Zacatecas aparece dentro de los mejores cuatro lugares (menos corrupción) 

en tres de cuatro mediciones (percepción de la corrupción en seguridad y 

seguridad nacional, impartición y procuración de la justicia). Seguida de 

Tamaulipas y Nuevo León, en dos de cuatro posibles apariciones.  

La corrupción en el presupuesto: observaciones de la ASF 

¶ La Ciudad de México acumuló 42,469 observaciones, seguida del Estado de 

México con 3,657, Veracruz con 3,596, y Jalisco con 3,460 (2000-2014). En el 

otro extremo de la lista se encuentran Campeche con 1,716 observaciones, 

Puebla con 1,710 y Colima con 1,216. 

¶ Se observan brincos en la obtención de observaciones a lo largo del tiempo. 

Por ejemplo, el Estado de México pasó de 20 observaciones en 2003 a 518 en 

2006. Veracruz tuvo un aumento de 368% en un solo año, de 2006 a 2007. 

¶ Las entidades federativas que tienen un mayor porcentaje de observaciones 

que suponen daño patrimonial son: Baja California Sur, Chiapas, Guanajuato, 

Chihuahua, y Michoacán (2000-2014).  

¶ Las entidades federativas que tienen un menor porcentaje de observaciones 

que suponen daño patrimonial son: Ciudad de México, Tabasco, Nayarit, 

Querétaro y Coahuila (2000-2014). 
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¶ Sólo en 2014, las entidades federativas que tienen un mayor porcentaje de 

observaciones que suponen daño patrimonial (más de 39.7%) son: Campeche, 

Chiapas, Coahuila, Guerrero y Sinaloa.  

¶ Sólo en 2014, las entidades federativas que tienen un menor porcentaje de 

observaciones que suponen daño patrimonial (menos de 17.6%) son: Colima, 

Nuevo León, Puebla y Tabasco. 

La corrupción en los actos administrativos: las sanciones de la Secretaría 

de la Función Pública 

¶ Entre el 2000 y el 2014 hubo 124 mil 420 funcionarios sancionados.  

¶ El 43.44% de las irregularidades investigadas es por incumplimiento de 

declaración de la situación patrimonial. Le sigue la negligencia administrativa 

con el 37.51%. 

¶ El 3.61% de las irregularidades investigadas es por violación en el 

procedimiento de contratación; 0.93 por cohecho o extorsión; y 0.01 por 

violación de derechos humanos.   

¶ El 23.30% de las sanciones impuestas es la amonestación pública, seguida de 

la amonestación privada con el 21.33%. Esto suma el 44.63% del total de las 

sanciones. 

¶ El 24.31% de las sanciones impuestas es la suspensión, 17.21% es 

inhabilitación, y 4.01% es destitución. Estas tres suman el 45.53% 

Desafíos para los órganos de investigación de actos de corrupción 

¶ La corrupción se lleva a cabo por mecanismos cada vez más complejos y a 

través de redes de criminalidad. La ASF y la SFP requieren herramientas de 

investigación acordes a estas formas de corrupción.  

 

BORDEANDO EL CONCEPTO Y NIVELES DE LA CORRUPCIÓN 
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Captura o cooptación estatal, tráfico de influencias, conflicto de intereses, negociaciones 

incompatibles, parcialidad, donación en campañas electorales, malversación de fondos, 

partidas presupuestarias secretas, fraudes, uso de información privilegiada, 

enriquecimiento ilícito, soborno, extorsión, arreglos, colusión privada, alteraciones 

fraudulentas del mercado, especulación financiera con fondos públicos, puerta giratoria, 

clientelismo, nepotismo, compra de votos, todas estas son actividades que en la literatura 

se relacionan con alguna idea de corrupción. No hay una, sino múltiples expresiones de la 

corrupción. El aspecto central de todos los ejemplos de corrupción es que tienen un aire de 

familia: hay algo que está mal hecho y es reprochable. Este aire de familia lo vamos a 

recuperar a partir del concepto propuesto por Transparencia Internacional: la corrupción 

es el abuso del poder encomendado para el beneficio propio. Este es el punto reprochable: 

ƭŀ ŀǇǊƻǇƛŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻ ǇǵōƭƛŎƻ ǇŀǊŀ ŦƛƴŜǎ ǇǊƛǾŀŘƻǎΣ ƭŀ ǇŞǊŘƛŘŀ ŘŜ άǇǳōƭƛŎƛŘŀŘέ ŘŜƭ ƎƻōƛŜǊƴƻΦ 

No sólo debemos definir qué es la corrupción, sino también cuál es el nivel de 

corrupción que interesa observar. De la misma forma que no hay una, sino múltiples 

expresiones de la corrupción, también hay diferentes niveles. Por ejemplo, habrá 

corrupción que suponga un proceso de captura estatal, es decir, el Estado pierde la 

capacidad de tomar decisiones autónomas que busquen el bien común y es abiertamente 

cooptado ya sea por intereses económicos, por bandas criminales (especialmente en el 

Estado a nivel de entidad federativa o municipio) o por la clase política misma para obtener 

ventajas personales. En estos casos, la corrupción siempre será cometida por mandos altos, 

para tener la capacidad de cooptar al Estado. De la misma forma, la corrupción que supone 

cooptación estatal se puede observar en prácticas aisladas, decisiones específicas, o en 

lógicas endémicas o estructurales, la totalidad del Estado se mueve bajo lógicas desviadas 

y corruptas.  

 También puede suceder que estemos frente a actos de corrupción que no supongan 

procesos de cooptación estatal, a estos se les conoce como corrupción administrativa. Este 

tipo de actos pueden ser cometidos por mandos medios, altos y bajos; y también puede 

tratarse de prácticas aisladas o endémicas (estructurales). La diferencia entre las anteriores 

y estas no es menor, en la cooptación estatal lo que se pierde es la autonomía del Estado, 
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en la corrupción administrativa el Estado mantiene autonomía en la toma de decisiones o 

en el contenido de las políticas y leyes, pero realiza sus procesos (licitaciones, decisiones 

administrativas, aplicación / no aplicación de leyes) a través de actos corruptos.  

 Para la construcción de una estrategia anticorrupción, es importante tener claro qué 

tipo de corrupción es la que se quiere combatir, y en qué nivel de corrupción se realizará el 

combate. Las decisiones de lucha contra la corrupción serán muy distintas cuando lo que se 

busca es eliminar una red compleja de criminalidad que genera procesos de cooptación 

estatal (cuando estamos frente a un Estado cleptocrático), que involucre ςpor ejemplo- a 

gobernadores, secretarios o subsecretarios de Estado; que cuando lo que se quiere es 

desaparecer el pago de sobornos en las licitaciones de una determinada organización. No 

es que una sea mejor que la otra, sino que las estrategias de combate a la corrupción serán 

diferentes.   

 

LA CORRUPCIÓN EN MÉXICO  

Se suelen construir dos tipos de indicadores para mirar a la corrupción: indicadores de 

percepción e indicadores objetivos. En la medida que la corrupción es siempre un acto ilegal 

o, al menos, moralmente reprochable, se comete ςcomo cualquier otro delito, pero 

especialmente como los delitos sexuales- en la obscuridad, intentando no dejar testigos del 

acto corrupto cometido. Por ello, las mediciones más comunes son las de percepción de la 

corrupción, donde se le pregunta a la gente qué tan corrupta percibe X institución. Es 

necesario complementar ςen la medida de lo posible- los indicadores de percepción con 

indicadores objetivos, es decir, con aquellos que dan cuenta del acto corrupto cometido. 

Por ejemplo, en lugar de preguntar la percepción, preguntar si la persona estuvo 

involucrada en algún acto de corrupción.  

 En el informe se construyeron indicadores tanto de percepción como objetivos para 

mirar la corrupción de todas las entidades federativas entre el 2000 y el 2014. Los 

indicadores de percepción provienen de la ENVIPE (2011-2015). En específico de la 

percepción de corrupción en seguridad (policías municipales, estatales y federales); en 
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impartición de justicia (policía ministerial o judicial y ministerios públicos); en 

administración de justicia (jueces); y en seguridad nacional (militares y marina). Los 

indicadores objetivos se construyeron a partir del trabajo realizado por dos organizaciones 

estatales: la Auditoría Superior de la Federación y la Secretaría de la Función Pública. En la 

primera, se trabajó con la totalidad de las observaciones emitidas a cada una de las 

entidades federativas. Además, se trabajó por separado con aquellas observaciones que 

suponen daño patrimonial. Respecto a la segunda, se recuperaron el tipo de irregularidades 

sancionadas, el tipo de sanciones y el total de personas sancionadas por cada entidad 

federativa.  Enseguida algunos hallazgos.  

Ausencia de indicadores oficiales de corrupción 

Lamentablemente México no cuenta con indicadores oficiales de percepción y 

objetivos de medición de la corrupción. Es importante que el país tenga cifras 

oficiales sobre esta temática. 

 Comencemos por la situación general de México respecto a la corrupción. Mientras 

que en el 2014 y 2015 México había obtenido 35 de 100 puntos posibles en el índice de 

percepción de la corrupción de Transparencia Internacional5 ocupando el lugar 95 de 176 

en el 2015; en el 2016 obtuvo 30 puntos cayendo a la posición 123 de 176 países analizados. 

Lo más grave es que esto sucedió justo en los años en que se estaba discutiendo y 

concretando el Sistema Nacional Anticorrupción.  

 En relación con la percepción de la corrupción en seguridad pública (policía 

municipal, estatal y federal), entre el 85 y 95% de la población consideran que la policía es 

corrupta. Encabezan la lista el Estado de México, Tabasco y Tamaulipas. En la punta 

contraria están Colima, Sonora y Nuevo León (ENVIPE, 2011-2015). Con mejores números 

aparece la administración de la justicia (policía judicial y ministerio público), donde entre el 

55 y el 89% de los encuestados consideran que se cometen actos de corrupción. Es 

                                                      
5 En este índice el 0 significa mayor corrupción, el 100 menor corrupción. Los países mejor posicionados 
(menos corruptos) en el 2016 fueron Dinamarca y Nueva Zelanda con 90 puntos; el peor posicionado fue 
Somalia con 10.  



 
 

19 

interesante que, en términos generales, se considere menos corruptos a estos órganos con 

respecto a los policías. Aun así, los porcentajes son muy altos. Descollan la Ciudad y el 

Estado de México, acompañados por Morelos, y Oaxaca. En el lado contrario tenemos a 

Zacatecas, Guanajuato, Tamaulipas y Colima (ENVIPE, 2011-2015). Muy cerca de estos 

rangos tenemos a la percepción de corrupción en la impartición de justicia (jueces), la cual 

va de 57 al 84%. Las entidades federativas que encabezan la lista son, nuevamente, Ciudad, 

y Estado de México, junto con Oaxaca; al final se encuentran Coahuila, Durango y Zacatecas 

que son percibidas como las menos corruptas (ENVIPE, 2011-2015). La última medición de 

percepción considera a la seguridad nacional (ejército y marina). El aspecto a subrayar en 

este último es que, sin considerar a Chihuahua, hay una caída relevante de la percepción de 

corrupción, el indicador va de 14 a 46% de personas que consideran que estos cuerpos son 

corruptos. Claramente resalta Chihuahua donde más del 70% de la población considera que 

el ejército y la marina son corruptos. Le sigue, con una caída de 24 puntos, Morelos, 

Guanajuato y Durango. En la parte contraria de la medición tenemos a Nuevo León, 

Tamaulipas y Zacatecas, quienes perciben menor corrupción en estos órganos. También es 

interesante que sean dos entidades norteñas y vecinas las que abren y cierran la medición: 

Chihuahua y Nuevo León. 

 Si miramos las entidades federativas que aparecen en más ocasiones entre las peor 

posicionadas (donde hay mayor percepción de corrupción) en cada uno de los cuatro 

indicadores construidos, encontramos que el Estado y la Ciudad de México junto con 

Morelos aparecen en tres de las cuatro mediciones dentro de los peores cuatro lugares. Les 

sigue Oaxaca con dos apariciones de cuatro posibles. Por el otro lado, se registran como las 

que tienen menor percepción de la corrupción Zacatecas en tres de cuatro casos, seguida 

de Tamaulipas y Nuevo León, en dos de cuatro posibles apariciones.  
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Entidades federativas consideradas más y menos corruptas, 2011 ς 2015. 

LUGARES 
SEGURIDAD 

PÚBLICA 
IMPARTICIÓN 
DE JUSTICIA 

ADMINIST. DE 
JUSTICIA 

SEGURIDAD 
NACIONAL 

Primero + 
corrupto 

Estado de 
México 

Ciudad de 
México 

Ciudad de 
México 

Chihuahua 

Segundo + 
corrupto 

Tabasco 
Estado de 
México 

Estado de 
México 

Morelos 

Tercero + 
corrupto 

Tamaulipas Oaxaca Morelos Guanajuato 

Cuarto + 
corrupto 

Ciudad de 
México 

Morelos Oaxaca Durango 

Antepenúltimo Nuevo León Zacatecas Tamaulipas Zacatecas 

Penúltimo Sonora Durango Guanajuato Tamaulipas 

Último Colima Coahuila Zacatecas Nuevo León 

Fuente.- Elaboración propia con datos de la ENVIPE. 

Entidades con mayor y menor percepción de corrupción. 

A partir de los hallazgos en materia de percepción de la corrupción, vale la pena 

tener en mente al Estado y la Ciudad de México junto con Morelos y Oaxaca como 

las entidades con una mayor percepción de corrupción para posibles estudios de 

caso. En el lado contrario están Zacatecas, Tamaulipas y Nuevo León como las 

entidades con una menor percepción de corrupción. En estas últimas entidades 

se pueden pensar en la búsqueda de buenas prácticas. 

 En el análisis de las observaciones emitidas por la Auditoría Superior de la 

Federación también encontramos hallazgos interesantes. Entre el 2000 y el 2014, la Ciudad 

de México acumuló 42,469 observaciones. Le siguen el Estado de México con 3,657, 

Veracruz con 3,596, y Jalisco con 3,460. En el otro extremo de la lista se encuentran 

Campeche con 1,716 observaciones, Puebla con 1,710 y Colima con 1,216. No hay 

tendencias claras a lo largo de estos años, por el contrario, se pueden encontrar fuertes 

cambios. Por ejemplo, el Estado de México pasó de 20 observaciones en 2003 a 518 en 

2006; mientras que Veracruz tuvo un aumento de 368% en un solo año, de 2006 a 2007. 

 Si consideramos sólo las observaciones relacionadas con presunto daño patrimonial, 

las cosas cambian. En el mismo periodo, las entidades federativas que tienen el mayor 
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porcentaje de observaciones que suponen daño patrimonial son Baja California Sur, 

Chiapas, Guanajuato, Chihuahua, Michoacán. Las que tienen el menor porcentaje de 

observaciones que suponen daño patrimonial son la Ciudad de México, Tabasco, Nayarit, 

Querétaro y Coahuila. Sólo en el 2014 (último año de medición), los estados en la categoría 

que implica mayor corrupción (más de 39.7% de observaciones que presumen daño 

patrimonial) son: Campeche, Chiapas, Coahuila, Guerrero y Sinaloa. En el extremo 

contrario, con menos de 17.6% de observaciones por presunción de daño, están la Ciudad 

de México, Nuevo León, Puebla y Tabasco.  

 En lo que hace a los indicadores construidos a partir del trabajo realizado por la 

Secretaría de la Función Pública, tenemos que el total de casos de servidores públicos 

sancionados fue de 124 mil 420 entre el 2000 y el 2014. Sin embargo, los únicos dos datos 

que podemos conocer de estas sanciones son el tipo de irregularidades investigadas y el 

tipo de sanción recibida. Lamentablemente no contamos con información desagregada por 

entidad federativa de estos indicadores. El 43.44% de las irregularidades investigadas es por 

incumplimiento de declaración de la situación patrimonial. Le sigue la negligencia 

administrativa con el 37.51%. El 3.61% de las irregularidades investigadas es por violación 

en el procedimiento de contratación; 0.93 por cohecho o extorsión; y 0.01 por violación de 

derechos humanos.  El 23.30% de las sanciones impuestas es la amonestación pública, 

seguida de la amonestación privada con el 21.33%. Esto suma el 44.63% del total de las 

sanciones. El 24.31% de las sanciones impuestas es la suspensión, 17.21% es inhabilitación, 

y 4.01% es destitución. Estas tres suman el 45.53% 
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Irregularidades investigadas y sanciones impuestas por la SFP, 2000 - 2014 

  

Fuente: Elaboracion propia con información suministrada por la Dirección General de Responsabilidades y 
Situación Patrimonial  de la Secretaria de la Función Pública mediante sistema INFOMEX, petición con folio 
0002700091116 del 29 de junio de 2016. La información suministrada no incluye la variable entidad 
federativa.  
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LOS DERECHOS HUMANOS EN MÉXICO 

ALGUNAS CIFRAS SOBRE DERECHOS HUMANOS6 

México respecto al mundo 

¶ México, respecto a sus principales competidores, se encuentra por debajo de 

Australia, Brasil y Corea del Sur, pero por encima de la India, Turquía e 

Indonesia en el promedio del índice de empoderamiento (1996 Ş 2011).  

¶ México, respecto a sus principales competidores, se encuentra por debajo de 

Australia, Corea del Sur, y Brasil pero por encima de la Turquía, Indonesia y la 

India en el promedio del índice de integridad personal (1996 Ş 2011). 

¶ En el promedio del índice de integridad personal (1996 Ş 2011), México ocupa 

el penúltimo lugar en América Latina. Por debajo sólo está Colombia. 

Inmediatamente arriba de México están Venezuela, Brasil y Cuba. Los mejores 

tres países son Uruguay, Costa Rica y Panamá.  

Indicadores de violaciones a derechos civiles en las entidades federativas 

¶ El Estado de México encabeza la lista de homicidios (2,918) en 2014. Le siguen 

con más de 1,727 muertes Chihuahua y Guerrero. Estas dos últimas encabezan 

la lista del porcentaje que representan los homicidios respecto del total de 

muertes violentas, con 56% y 47% respectivamente. 

¶ Las entidades con la media más baja de homicidios son Aguascalientes, 

Yucatán y Baja California Sur entre el 2000 y el 2014. En estas entidades las 

muertes por homicidio representan menos del 10% de las muertes violentas. 

¶ Cinco entidades concentran el 53% de las quejas ante la CNDH de 

desaparición forzada: Chihuahua, Tamaulipas, Michoacán, Coahuila y 

                                                      
6 La base de datos utilizada se puede consultar en el siguiente link: 
https:// www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.
xlsx?dl=0 

https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
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Guerrero (2000-2014). La mayor parte de todas estas quejas fueron registradas 

entre 2008 y 2012.  

¶ Veracruz encabeza la lista de averiguaciones previas por desaparición forzada 

con 54, seguido de Tamaulipas con 35, Chihuahua con 29 y Coahuila con 25. 

Estas cuatro entidades concentran el 68% de las averiguaciones previas por 

desaparición forzada. 

¶ Las entidades federativas que tienen el mayor número de quejas ante la CNDH 

por detenciones arbitrarias son: Ciudad de México, Michoacán, Chihuahua, 

Veracruz, Tamaulipas y Guerrero. 

¶ Las cinco entidades que encabezan la lista de quejas ante la CNDH por tortura 

son: Chihuahua, Michoacán, Guerrero, Baja California y Veracruz. Estas 

entidades concentran el 47% de las quejas.   

Indicadores de violaciones a derechos económicos y sociales en las 

entidades federativas 

¶ El mayor nivel de pobreza medida por el CONEVAL se concentra en cuatro 

estados vecinos del sur: Chiapas, Guerrero, Oaxaca y Puebla. 

¶ El menor nivel de pobreza se ubica en cinco entidades federativas en dos 

sectores del norte: Nuevo León y Coahuila, por un lado, Sonora, Baja California 

y Baja California Sur por el otro. 

¶ La distribución de pobreza se repite en el índice de desarrollo humano y en 

indicadores como la esperanza de vida al nacer. 

¶ Respecto de las seis carencias sociales medidas por el CONEVAL, repiten en 

alguno de los tres últimos lugares: Guerrero en 5 de 6 carencias; Chiapas y 

Oaxaca en 4 de 6 carencias; Michoacán en 3 de 6 carencias.  

¶ Respecto de las seis carencias sociales medidas por el CONEVAL, repiten en 

alguno de los tres últimos lugares: Coahuila en 4 de 6 carencias; Nuevo León y 

la Ciudad de México en 3 de 6 carencias.  
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¶ La carencia por seguridad social es la de mayor prevalencia en todas las 

entidades del país. 

 

MIDIENDO A LOS DERECHOS HUMANOS 

No nos detendremos a realizar una larga (y casi nunca acabada) disertación sobre qué son 

los derechos humanos. Los derechos humanos son aquellos reconocidos por el Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos. En cambio, es importante subrayar que en el 

estudio se dio preferencia a medir el ejercicio de los derechos: más allá de leyes, políticas 

públicas y presupuestos, ¿las personas ejercen sus derechos? La Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos llama a este tipo de 

indicadores de resultado; desde la evaluación de políticas públicas estaríamos mirando el 

impacto en la población. 

 Cada derecho humano se encuentra integrado a veces por decenas, podrían ser 

hasta cientos de obligaciones a cargo del Estado. Por ejemplo, el derecho a la salud se 

desagrega en varios componentes como el acceso a médicos, acceso a medicinas, acceso a 

infraestructura hospitalaria, por mencionar algunos. Y en cada uno de esos componentes 

habrá obligaciones de respetar, proteger, garantizar y promover el acceso a medicinas, 

médicos e infraestructura; y además debe hacerlo velando por que se cumplan esas 

obligaciones de acuerdo con los criterios de aceptabilidad, accesibilidad, calidad y 

disponibilidad. Si quisiéramos mirar el derecho a la salud en su totalidad, tendríamos que 

establecer un indicador para cada uno de estos aspectos, hecho que se antoja complicado. 

Por ende, el estudio de los derechos humanos se realiza a través de proxys, es decir, con 

aquella información que es la más cercana a lo que objetivamente queremos mirar.  

 Para mirar a los derechos humanos usaremos cuatro distintos grupos de 

indicadores. En el primer grupo están aquellos que dan cuenta de los derechos humanos en 

general, pero respecto de los cuales no podemos decir nada de un derecho en particular 

(salud, educación, vivienda, integridad personal). En este marco están el total de quejas 
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presentadas ante la CNDH y el total de recomendaciones emitidas por el mismo órgano7. 

En el segundo grupo están los indicadores que nos permiten decir algo de los derechos 

civiles. Entre ellos se encuentran las defunciones por homicidio, el porcentaje de muertes 

por homicidio con respecto al total de muertes violentas, el total de quejas presentadas 

ante la CNDH por desaparición forzada, detenciones arbitrarias, y tortura; y el total de 

averiguaciones previas por el delito de desaparición forzada ante la PGR. El tercer tipo de 

indicadores son los que nos permiten decir algo sobre los derechos políticos, 

específicamente usamos la participación electoral en las elecciones federales. Finalmente, 

el cuarto grupo de indicadores es el que da cuenta de los derechos económicos y sociales. 

Entre ellos están: la mortalidad infantil, la esperanza de vida al nacer, el conjunto de 

indicadores creados en el marco del Índice de Desarrollo Humano elaborado por el PNUD, 

y el conjunto de indicadores sobre pobreza y carencias sociales elaborados por el CONEVAL.  

Construcción de indicadores e índices oficiales de derechos humanos 

Si bien diferentes órganos estatales elaboran indicadores que pueden ser 

utilizados para mirar a los derechos humanos, México no cuenta con indicadores 

e índices oficiales de derechos humanos. Ninguna institución oficial se ha dado a 

la tarea de conformar indicadores que permitan integrar un índice para medir 

derechos, y replicar esas mediciones a lo largo del tiempo ya sea por municipio, 

por entidad federativa y/o a nivel nacional. En la medida que se cuente con esta 

información, se podrán construir líneas base para hacer diagnósticos sólidos 

sobre cuál es la situación en la que se encuentra México; y hacer evaluaciones 

de impacto para determinar si las políticas públicas, leyes, presupuestos, 

sentencias y demás acciones gubernamentales están logrando los impactos 

buscados en los derechos. 

   

                                                      
7 No es necesario ni deseable que existe una correlación entre las quejas y las recomendaciones de la CNDH, 
ya que existen otros mecanismos para la solución de los conflictos. Por ende, no todas las quejas 
necesariamente concluyen con una recomendación.  
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LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN MÉXICO 

Veamos primero cómo se encuentra México con respecto a quienes podrían ser sus 

principales competidores: Indonesia, Korea del Sur, Turquía, Australia (que junto con 

México integran el MIKTA), más la India y Brasil. La primera comparación la realizamos a 

partir del índice de empoderamiento8 desarrollado por CIRI, Human Rigths Data Project 

(1996 ς 2011). Australia, Brasil y Korea ocupan los primeros tres puestos, en los últimos 

lugares están Indonesia, Turquía y la India. México se encuentra justo en medio de la tabla.  

 Hicimos los mismo con el índice de integridad física9. La distribución es exactamente 

la misma, los primeros tres lugares son para Australia, Corea y Brasil. Los tres últimos son 

para la India, Indonesia y Turquía. México nuevamente está en el medio de la tabla. Sin 

embargo, si en este mismo índice miramos las posiciones que ocupan los países en América 

Latina, México está en penúltimo lugar. De la región, el único país que está por debajo de 

México es Colombia. Arriba de México se encuentra Venezuela, Brasil y Cuba. Los mejores 

tres ubicados de la región son Uruguay, Costa Rica y Panamá.  

 Veamos ahora indicadores específicos para mirar los derechos humanos en las 

entidades federativas. Uno de los más utilizados para mirar tanto derechos civiles (en 

particular el derecho a la vida) como para medir el nivel de violencia son los homicidios. 

Considerando sólo el 2014, el Estado de México es la entidad con el mayor número de 

homicidios: 2,918. Le siguen con más de 1,727 muertes Chihuahua y Guerrero. Sin embargo, 

si lo que miramos es el porcentaje que representan los homicidios respecto del total de 

muertes violentas, Chihuahua y Guerrero son las entidades que encabezan la lista con 56% 

y 47% respectivamente. Por el otro lado, las entidades que presentan los números más 

bajos de homicidios en el periodo (2000-2014) son Aguascalientes, Yucatán y Baja California 

Sur. Más importante aún, este indicador se mantuvo relativamente constante durante este 

periodo, no hubo grandes cambios en estas entidades. Coincide además que, en ellas, las 

muertes por homicidio representan menos del 10% de las muertes violentas. 

                                                      
8 Este índice incluye a los derechos de libertad de expresión, de religión, de tránsito, de entrada y salida del 
país, los derechos de reunión y asociación, a la autodeterminación electoral, y laborales. 
9 En este índice se miden las ejecuciones extrajudiciales, la desaparición, la tortura y los prisioneros políticos. 
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 Otro de los principales problemas que aquejan los derechos civiles en México son 

las desapariciones. Para mirar este fenómeno utilizamos las quejas presentadas ante la 

CNDH en cada una de las entidades federativas. La mayor parte de todas las quejas fueron 

registradas entre 2008 y 2012. Cinco entidades concentran el 53% de las quejas: Chihuahua, 

Tamaulipas, Michoacán, Coahuila y Guerrero. Tal concentración espacial y temporal de las 

quejas por desaparición forzada coincide además con años y entidades que estaban siendo 

afectadas por la guerra contra el crimen organizado. Miramos también las averiguaciones 

previas iniciadas por desaparición forzada en cada entidad. Veracruz encabeza la lista con 

54 averiguaciones, seguido de los estados que ya habíamos identificado como los más 

afectados: Tamaulipas con 35, Chihuahua con 29 y Coahuila con 25. Estas cuatro entidades 

concentran el 68% de las averiguaciones previas por desaparición. 

 En relación con los derechos económicos y sociales, sucede algo semejante que con 

las violaciones a derechos civiles: es fácil identificar lógicas y procesos regionales. En la 

medición del 2014, aparecen claramente cuatro estados vecinos en el sur del país 

agrupados en la categoría más alta: Chiapas, Guerrero, Oaxaca y Puebla. En contraste, en el 

norte tenemos las cinco entidades federativas con menor pobreza, aunque divididas en dos 

subregiones distintas del norte: Nuevo León y Coahuila, por un lado; y Sonora, Baja 

California y Baja California Sur, por el otro. Mientras que en las entidades del norte hay 

menos de una tercera parte de la población en pobreza, en los estados peor clasificados del 

sur más de dos terceras partes de los habitantes se encuentran en esta condición.  

Estos procesos regionales que dividen al norte y al sur también se encuentran 

presentes en el análisis de las carencias sociales medidas por el CONEVAL. En la siguiente 

tabla se presentan las entidades federativas que ocupan los primeros tres y los últimos tres 

lugares por cada carencia social. Los estados que ocupan los últimos lugares son los del sur, 

mientras que los primeros lugares están ocupados por las entidades del norte, más la 

Ciudad de México. En específico, Guerrero está mal posicionado en cinco de seis carencias; 

Chiapas y Oaxaca están mal en cuatro de seis; y Michoacán aparece en tres de seis. En el 

otro extremo, Coahuila aparece bien posicionada en cuatro de seis carencias sociales; 
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Nuevo León y la Ciudad de México en tres de seis. Finalmente es importante resaltar la 

carencia por seguridad social es la de mayor prevalencia en todas las entidades del país. 

Tabla de entidades según su % de habitantes con alguna carencia social 

 Rezago 
educativo 

Acceso a 
servicios 
de salud 

Acceso a 
seguridad 

social 

Calidad 
de la 

vivienda 

Servicios 
en la 

vivienda 

Acceso a 
aliment. 

Último Chiapas Puebla Chiapas Guerrero Oaxaca Guerrero 

Penúltimo Mich. Mich. Guerrero Chiapas Guerrero Tabasco 

Antepenúltimo Oaxaca Guerrero Oaxaca Oaxaca Chiapas Mich. 

Tercero N. León Coahuila Sonora Ags. C. de M. Baja Cal. 

Segundo Coahuila Camp. N. León C. de M. Colima Tams. 

Primero C. de M. Colima Coahuila Coahuila Ags. N. León 

Fuente: elaboración propia con información de CONEVAL. 

Estudio comparativo sobre las experiencias de la vulnerabilidad en el norte y en 

el sur del país 

El panorama que emerge de la exploración de los datos sobre el ejercicio de los 

derechos económicos y sociales en el país está marcado por la oposición de dos 

polos o grupos de entidades en el norte y en el sur. A partir de las comparaciones 

que realizamos de la información empírica disponible, se sugieren dos modelos 

muy distintos de vulnerabilidad. En el sur hay una alta prevalencia de la pobreza 

multidimensional que resulta de tener al menos una carencia social y un ingreso 

por debajo de la línea de bienestar. En el norte del país encontramos una 

proporción considerable de personas con un ingreso insuficiente para alcanzar el 

bienestar económico, pero que no enfrentan las carencias sociales definidas por 

CONEVAL. Podría explorarse en un futuro las causas específicas de estas 

diferencias (tal vez el gasto social de gobierno) y sus consecuencias sobre otros 

aspectos de la ciudadanía que viven las personas. 
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RELACIÓN ENTRE CORRUPCIÓN Y DERECHOS HUMANOS EN 

MÉXICO 

DATOS DE RELACIONES ENTRE CORRUPCIÓN 

Y DERECHOS HUMANOS10 

Correlación entre percepción de corrupción y violaciones a DH. 

¶ En 6 de 8 posibles combinaciones (75%) hay correlación entre los índices de 

percepción de la corrupción (seguridad y seguridad nacional; administración 

e impartición de justicia) con los indicadores generales de derechos humanos 

(total de quejas y recomendaciones de la CNDH).   

¶ A mayor percepción de corrupción en la administración de justicia (MP y 

policías judiciales), mayor recepción de quejas por la CNDH. Este indicador 

tiene relación con 3 de los 4 índices de percepción de la corrupción.  

¶ El derecho a la salud es uno de los que tiene el nivel más alto de correlación 

con la corrupción. El acceso a la salud tiene una correlación alta con tres de 

los cuatro indicadores de percepción de la corrupción. La mortalidad infantil 

correlaciona con los cuatro. Y la esperanza de vida al nacer correlaciona con 

dos. A mayor percepción de la corrupción, más población sin acceso a la 

salud, más mortalidad infantil y menos esperanza de vida al nacer.  

¶ Hay correlación en 20 de las 52 posibles combinaciones (38.4%) entre los 

indicadores derechos económicos y sociales y los de percepción de la 

corrupción.  

¶ Hay correlación en 6 de las 28 posibles combinaciones (21.4%) entre los 

indicadores de derechos civiles y políticos y los de percepción de la 

corrupción.  

                                                      
10 La metodología utilizada se explica en el punto 4 del Informe. Para conocer la base de datos y el sustento 
técnico-metodológico se los hallazgos se puede consultar el siguiente link: 
https://www.dropbox.com/sh/1l873zimud7d4aa/AADAhDjPk98O6Jzv60jUHw3Za?dl=0  

https://www.dropbox.com/sh/1l873zimud7d4aa/AADAhDjPk98O6Jzv60jUHw3Za?dl=0
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Correlación entre corrupción objetiva y violaciones a los DH 

¶ Los homicidios correlacionan con todos los indicadores de corrupción. A más 

observaciones de la ASF, mayor gravedad en éstas, o más servidores 

públicos sancionados (a mayor corrupción), más homicidios (más violaciones 

a derechos humanos). La correlación más alta se dio con los servidores 

públicos sancionados.  

¶ Las quejas por detención arbitraria correlacionan con los cinco indicadores de 

corrupción objetiva. A más corrupción, más quejas por detención arbitraria.  

¶ El total de recomendaciones, el valor global del IDH, el factor de educación 

del IDH, el índice de rezago educativo del CONEVAL, y la mortalidad infantil 

correlacionaron con 4 de los 5 indicadores de corrupción. A mayor corrupción 

medida con los indicadores de la ASF y la SFP, más recomendaciones de la 

CNDH, menos valor global del IDH, menos acceso a la educación, más 

rezago educativo y mayor mortalidad infantil.   

¶ El total de quejas de la CNDH y el acceso a la salud (CONEVAL) 

correlacionan con 3 de los 5 indicadores de corrupción. El total de quejas tiene 

un nivel muy alto de correlación. A más corrupción, más quejas ante la CNDH 

y más personas sin acceso a la salud.  

¶ Se observan 34 correlaciones de 65 posibles combinaciones (52.3%) con los 

derechos económicos y sociales; 20 de 35 posibles casos en los derechos 

civiles y políticos (57.1%); y 7 de 10 en los indicadores generales de DH 

(70%). 
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DE LA CORRUPCIÓN A LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS 

Hay varias formas en que la corrupción puede desembocar en violaciones a los derechos 

humanos. La primera relación entre la corrupción y la violación a los derechos humanos es 

la solicitud de sobornos como condición el acceso a los derechos, ya sea el acceso a la 

justicia o, en general, a los servicios públicos. La segunda relación es el pago de sobornos 

para realizar acciones que debieran estar prohibidas y que son abiertamente violatorias a 

los derechos. Casos como el pago de un soborno a un supervisor de condiciones laborales, 

o a un evaluador de impacto de una obra de infraestructura son ejemplos de esta segunda 

relación. La tercera forma en que la corrupción genera violaciones a los derechos humanos 

se da cuando los actos de corrupción tienen como consecuencia la disminución de los 

recursos públicos y, por ende, se tendrán menos bienes y peores servicios que abiertamente 

transgreden las obligaciones de protección, garantía y promoción de todos los derechos; así 

como las obligaciones de progresividad, prohibición de regresión y máximo uso de recursos 

disponibles. La disminución de recursos públicos se puede dar por medio del desvío o 

malversación de los mismos; o a través de la solicitud del pago sobornos en la adjudicación 

de compra de bienes o prestación de servicios públicos, lo que genera sobreprecios u otro 

tipo de cargas en la calidad de los procesos de adquisición de bienes o servicios. Finalmente, 

la cuarta relación entre corrupción y la violación a derechos humanos sucede cuando 

estamos frente a la captura estatal. Lo que sucede en estos casos es la distorsión de los 

procesos de diseño de las políticas públicas generando la privatización de lo público y, por 

ende, el incumplimiento de las obligaciones a cargo del Estado en materia de derechos 

humanos. 

Realizamos un análisis estadístico para mirar el impacto que los indicadores de 

percepción y de corrupción objetiva tienen sobre los indicadores de derechos civiles, 

políticos, económicos y sociales. Respecto a los indicadores de percepción de la corrupción 

(seguridad, seguridad nacional, administración e impartición de justicia), en 6 de 8 posibles 

combinaciones (75%) hay correlación entre estos indicadores con las mediciones generales 

de derechos humanos (total de quejas y recomendaciones de la CNDH). En específico, hay 
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una correlación alta entre la   percepción de corrupción en la administración de justicia (MP 

y policías judiciales), con la recepción de quejas por la CNDH.  

El derecho a la salud es uno de los que tiene el nivel más alto de correlación con la 

percepción de la corrupción, tiene una correlación alta con tres de los cuatro indicadores. 

Por su parte, la mortalidad infantil correlaciona con los cuatro indicadores de percepción 

de la corrupción; y la esperanza de vida al nacer correlaciona con dos. Esta coincidencia 

estadística debe leerse de la siguiente manera: a mayor percepción de la corrupción, más 

población sin acceso a la salud, más mortalidad infantil y menos esperanza de vida al nacer.  

En total se encontraron correlaciones en 20 de las 52 posibles combinaciones 

(38.4%) entre los indicadores derechos económicos y sociales y los de percepción de la 

corrupción. Mientras que hay correlaciones en 6 de las 28 posibles combinaciones (21.4%) 

entre los indicadores de derechos civiles y políticos y los de percepción de la corrupción.  

En lo que hace a los indicadores de corrupción objetiva y las violaciones a los DH, 

los homicidios correlacionan con todos los indicadores de corrupción objetiva: a más 

observaciones de la ASF, mayor gravedad en éstas, o más servidores públicos sancionados 

(a mayor corrupción), más homicidios (más violaciones a derechos humanos). La correlación 

más alta se dio con los servidores públicos sancionados. En la misma situación se 

encuentran las quejas por detención arbitraria, que también correlacionan con los cinco 

indicadores de corrupción objetiva: a más corrupción, más quejas por detención arbitraria.  

El total de recomendaciones, el valor global del IDH, el factor de educación del IDH, 

el índice de rezago educativo del CONEVAL, y la mortalidad infantil correlacionaron con 4 

de los 5 indicadores de corrupción. Estos resultados estadísticos deben leerse de la 

siguiente forma: a mayor corrupción medida con los indicadores de la ASF y la SFP, más 

recomendaciones de la CNDH, menos valor global del IDH, menos acceso a la educación, 

más rezago educativo y mayor mortalidad infantil.   

Otros indicadores de derechos humanos que siguen teniendo una estrecha relación 

con la corrupción, aunque no tan fuerte como en los casos anteriores, son el total de quejas 

de la CNDH y el acceso a la salud (CONEVAL). Estos dos indicadores correlacionan con 3 de 
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los 5 indicadores de corrupción objetiva. En especial, el total de quejas tiene un nivel muy 

alto de correlación. Estos resultados significan que: a más corrupción, más quejas ante la 

CNDH y más personas sin acceso a la salud.  

En total, en las correlaciones realizadas con los indicadores de corrupción objetiva 

se observan 34 correlaciones de 65 posibles combinaciones (52.3%) con los derechos 

económicos y sociales; 20 de 35 posibles casos en los derechos civiles y políticos (57.1%); y 

7 de 10 en los indicadores generales de DH (70%). 

Habrá casos en que el impacto de la corrupción sobre la violación a los derechos 

humanos es constante. Por ejemplo, utilizando el método estadístico de las regresiones 

locales, vimos que el impacto de la corrupción medido con el índice de gravedad de las 

observaciones emitidas por la Auditoría Superior de la Federación se mantiene siempre 

constante sobre los homicidios. A mayor gravedad de las observaciones, mayor el número 

de homicidios. Sin embargo, puede suceder que el impacto de la corrupción en las 

violaciones a los derechos humanos no siempre sea constante. Hay casos en donde se 

observa un impacto más pronunciado y momentos en donde el impacto disminuye o 

desaparece: estaríamos frente a la presencia de umbrales y rendimientos decrecientes. Por 

ejemplo, cuando miramos la relación entre el total de observaciones emitidas por la ASF 

con respecto al componente de educación del Índice de Desarrollo Humano vemos que hay 

dos momentos. Cuando hay pocas observaciones, no hay ninguna relación entre este 

indicador y el componente de educación, no hay ninguna afectación ni para bien ni para 

mal. En cambio, cuando se traspasa el umbral de las doscientas observaciones de la 

Auditoría Superior de la Federación, la corrupción afecta negativamente al componente de 

educación. Más aún, conforme más observaciones se presenten, mayor es el nivel de 

afectación.  

 Este mismo efecto lo encontramos cuando miramos con regresiones locales la 

relación entre la percepción de corrupción en la administración de justicia (policía judicial y 

MP) y un indicador general de derechos, las quejas ante la CNDH. Mientras que la 

percepción de la corrupción se mantiene de 0 a 75% de las personas encuestadas, no hay 

ninguna relación entre la corrupción (medida con este indicador) y los derechos humanos 
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(medidos con el indicador de quejas ante la CNDH). Pero cuando la percepción rebasa el 

76%, el impacto de la percepción de la corrupción sobre la recepción de quejas es muy alto.  

Los umbrales observados en los últimos dos casos nos están diciendo algo 

importante: cuando la corrupción está relativamente controlada (menos de 200 

observaciones, menos del 75% de personas que perciben corrupción en la administración 

de justicia), son otros los aspectos que impactan en los derechos humanos (medidos como 

componente de educación del IDH o quejas ante la CNDH). Pero cuando la corrupción crece 

y rebasa ciertos umbrales, ahí el impacto sobre las violaciones a derechos humanos se 

magnifica.    

Realizar un estudio cualitativo para identificar procesos 

En el estudio se realizó un análisis macro con datos cuantitativos y a través de 

pruebas estadísticas. Para conocer con mayor precisión los mecanismos 

causales a través de los cuáles los actos de corrupción generan violaciones a los 

derechos humanos, es relevante realizar un estudio de caso en el terreno. 
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¿QUÉ HACER FRENTE A LA RELACIÓN ENTRE LA CORRUPCIÓN Y 

LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS? 

 

Interesa combatir a la corrupción no sólo porque sea mala en sí misma, sino porque 

genera violaciones a derechos humanos. Este es el punto de partida en este informe. Es 

necesario que cada vez más los órganos especializados en la defensa y protección de los 

derechos humanos den cuenta de esta relación, de la corrupción como uno más de los 

factores que pueden generar violaciones a los derechos. Esto no quiere decir que dichos 

órganos se hagan cargo de la lucha contra la corrupción. Existen órganos especializados en 

ello, más aún, en México es todavía reciente la aparición del Sistema Nacional 

Anticorrupción. En cambio, lo que sí puede hacerse es dar cuenta de cómo la corrupción 

genera violaciones a derechos humanos por medio de las herramientas que los propios 

órganos de protección de los derechos humanos ya tienen. Un ejemplo de ello es la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos que en sentencias específicas ya comienza a analizar 

el papel de la corrupción como una más de las posibles violaciones estructurales11.  

Incorporar criterios y marcos analíticos de lucha contra la corrupción en los 

informes anuales y especiales elaborados por la CNDH y las comisiones 

estatales 

Esto implica generar capacidades metodológicas que permitan establecer 

hipótesis, preguntas y análisis de casos de violaciones a derechos humanos en 

donde se relaciones de forma clara y directa a la corrupción como mecanismo de 

violaciones a derechos humanos. 

Lo primero que debe hacer cualquier estrategia de lucha contra la corrupción es 

responder las siguientes preguntas:  

1) ¿Qué tipo de violaciones a derechos humanos se busca evitar? 

                                                      
11 Se puede analizar la sentencia Marcel Reyes y otros vs. Chile, así como el texto de Nash, 2014.  



 
 

37 

2) ¿Cuál es el contexto en donde opera la relación entre la corrupción y los derechos 

humanos? 

3) ¿Qué tipo de corrupción se busca combatir (diferencia conceptual)? 

De la respuesta a cada una de estas preguntas dependerán los elementos de la 

estrategia anticorrupción que deba elaborarse. En cualquier caso, dicha política 

necesariamente debe partir de un diagnóstico donde se identifiquen con toda claridad los 

procesos y estructuras que dan paso a las prácticas de corrupción, porque debe ser en ellos 

en donde se debe incidir.  

La lucha contra la corrupción tiene un problema específico inherente a todos los 

mecanismos de rendición de cuentas: difícilmente los gobiernos admitirán ser controlados. 

Es relevante tener clara esta perspectiva realista del control en la lucha contra la corrupción, 

ya que nos ayuda a establecer un presupuesto: la relación entre los organismos de 

accountability y el gobierno es tensa. Por ende, es muy importante que el órgano 

controlador tenga tanto la competencia legal necesaria (problema jurídico y de diseño 

institucional), como el poder político suficiente para ejercer el control (problema fáctico a 

partir de quiénes son los titulares de cada órgano y qué nivel de desgaste político existe). 

La tensión entre los órganos controlador y controlado no será siempre igual, 

dependerá del tipo de política anticorrupción que se desee establecer. Por ejemplo, si la 

política anticorrupción tiene como objetivo los mandos bajos a partir de sobornos 

realizados de forma aislada, el nivel de tensión será mucho más bajo, el grueso de las 

organizaciones mostrará lógicas cooperativas, pero la política anticorrupción no tendrá 

prácticamente ningún impacto. En cambio, si se busca combatir la corrupción estructural 

anclada en varias organizaciones (endémica) y realizada por los altos mandos, el nivel de 

tensión será el más alto, con una lógica de confrontación entre los distintos actores. Pero 

esta será la lucha contra la corrupción que tendrá el mayor impacto. Evidentemente, la 

estrategia anticorrupción debe ser distinta cuando lo que se plantea es un caso como el 

primero en comparación con el segundo. Así, puede suceder que pese a tener el diseño 
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institucional ideal y las herramientas legales suficientes, la institución controladora no 

tenga incentivos o capacidad política-fáctica para controlar.  

 Actualmente, lo que impera en México es una crisis generalizada de violaciones a 

derechos humanos que se complementa con un marco estructural de corrupción e 

impunidad. Peor aún, el marco estructural de corrupción se realiza mediante redes de 

criminalidad que funcionan cada vez con mayor complejidad. Para obtener una mayor 

eficacia en cualquier investigación anticorrupción, es necesario complementar los 

mecanismos de investigación con indagaciones que permitan analizar los tópicos como las 

relacionas familiares, la legalidad de los contratistas del Estado, los patrones de licitación y 

compras, por mencionar algunos. Esto implica repensar el alcance de actividades como las 

realizadas por la ASF, o la SFP con otras muchas entidades como los registros de la 

propiedad. Bajo esta lógica, es importante pensar en el control anticorrupción como una 

red estatal interagencial integrada donde todos trabajan al unísono. En este sentido, la idea 

de una mayor coordinación de las agencias encargadas de la lucha contra la corrupción es 

un buen punto de partida.  

Bases de una política anticorrupción 

Frente a la situación de México:  

¶ Se deben combatir las violaciones estructurales a los derechos humanos.  

¶ Se debe priorizar el combate a la corrupción realizada por los altos mandos, que 

tiene formas endémicas y genera procesos de cooptación estatal. 

¶ Es importante detectar las redes de criminalidad compleja que involucran al 

crimen organizado con órganos estatales.    

 

EL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN 

 

En México nos encontramos en una importante coyuntura para mejorar las capacidades 

estatales en la lucha contra la corrupción. No sólo tenemos el marco de derechos humanos 
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creado en la reforma constitucional del 2011, sino que en abril del 2017 se instaló el Sistema 

Nacional Anticorrupción que fortalece dos elementos en esta política pública: la búsqueda 

de una mayor coordinación interinstitucional y una mayor participación ciudadana. 

El Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) tiene por objeto fortalecer la acción estatal 

en materia de prevención y lucha contra la corrupción, la transparencia y la rendición de 

cuentas. El marco legislativo que sustenta al SNA, se observa en la siguiente ilustración. 

Ilustración 1. Marco legislativo del Sistema Nacional Anticorrupción 

 

 

Fuente.- Elaboración propia. 

 

Dos son los objetivos de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción: i) de 

coordinación y ii) de política pública. Los primeros relativos a cómo se deben articular los 

órganos de combate a la corrupción y cómo deben funcionar y articularse las diferentes 

partes que integran el SNA. Los segundos están relacionados con el establecimiento de 

bases para la puesta en marcha del Sistema Nacional Anticorrupción. De acuerdo con la ley 

el Sistema tiene por objeto establecer los principios, bases generales, políticas públicas y 

procedimientos para la coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de 

gobierno en la prevención, detección y sanción de faltas administrativas y hechos de 

corrupción, así como la fiscalización y control de los recursos públicos. 

 

Expedidas 

ωLey General del Sistema Nacional 
Anticorrupción.

ωLey General de Responsabilidades 
Administrativas.

ωLey de Fiscalización y Rendición de Cuentas 
de la Federación.

ωLey Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa.

Reformadas

ωLey de Coordinación Fiscal.

ωLey General de Contabilidad 
Gubernamental.

ωLey Orgánica de la Procuraduría General 
de la República.

ωCódigo Penal Federal.

ωLey Orgánica de la Administración 
Pública Federal.



 
 

40 

Tabla 1. Objetivos de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción 
 

 

Fuente: Elaboración propia. 

El Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción está conformado por: la 

Auditoría Superior de la Federación, la Secretaría de la Función Pública, la Fiscalía 

Especializada en el combate a la corrupción, el Consejo de la Judicatura, el Instituto Nacional 

de Acceso a la Información y un Comité de Participación Ciudadana. Para la creación y 

puesta en marcha del Sistema Nacional Anticorrupción se reformaron:  

1) La Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República (LOPGR) 

2) El Código Penal Federal. 

3) La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

4) La Ley de Coordinación Fiscal. 

5) La Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

  

Objetivos de coordinación

ωEstablecer los mecanismo de coordinación de los 
órganos de combate a la corrupción en la 
Federación, las entidades federativas, los municipios 
y alcaldías de la CDMX 
ωEstablecer las directrices básicas que definan la 
coordinación de las autoridades competentes de la 
generación de políticas públicas en materia de 
prevención, detección, control, sanción, disuación y 
combate a la corrupción.
ωEstablecer las bases y principios y procedimientos 
para la organización y funcionamiento del Comité 
de Participación Ciudadana.
ωRegular la organización y funcionamiento del SNA, 
su Comité Coordiinador y su Secretaria Ejecutiva, así 
como establecer las bases de coordinación de sus 
integrantes.
ωEstablecer bases del Sistema Nacional de 
Fiscalización.

Objetivos de política pública 

ŨEstablecer las bases mínimas de prevención de de 
hechos de corrupción y de faltas administrativas.

ŨEstablecer las bases mínimas para la emisión de 

políticas publicas integrales en el combate a la 
corrupción, así como en la fiscalización y control de 
recursos públicos.

ŨPolíticas para la promoción, fomento, y difusión de 

la cultura de integridad en el servicio públioc, así 
como de la rendición de cuentas, la transparencia, la 
fiscalización y del control de los recursos públicos.

ŨLas acciones permanente que aseguren la integridad 

y el comportamiento ético de los servidores 
públicos, así como crear bases mínimas para que 
todo órganos del Estado mexicano establezca 
políticas eficaces de ética pública y responsabilidad 
en el servicio público.

ŨEstablecer las bases mínimas para crear e 

implementar sistemas electrónicos para el 

suministro, intercambio, sistematización y 

actualización de la información que generen las 
instituciones competentes de los órdenes de gobierno.
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Sistema Nacional Anticorrupción Sistema Nacional de Fiscalización 

Comité 
Coordinador 

ASF 

SFP 

Fiscalía Especializada 

Consejo de la Judicatura 

INAI 

Comité 
Participación 
ciudadana 

Sistema Locales 

Comité Rector del Sistema 
Nacional de Fiscalización  

ASF 

SFP 

Entidades fiscalizadoras locales 

Órganos internos de Control 

Cámara de Diputados - Comisión de 
vigilancia a la ASF 

Fiscalización de la 
Cuenta Pública, 
recursos y 
participaciones 
federales.  
Auditorias, acciones 
y recomendaciones. 

Bases para auditorías 
internas, externas y 
transversales, vigila 
normas de 
fiscalización, 
presupuestos, 
ingresos, 
financiamiento, 
inversión deuda y 
patrimonio. 

Revisión de ingresos, 
egresos, manejo, 
custodia y aplicación 
de recursos 
federales, 
participaciones 
federales y recursos 
públicos locales. 

Colabora con la ASF 
en la revisión de la 
Cuenta Pública 

Coordinación de la 
ASF con la Cámara de 
Diputados.  
Regulación de la ASF. 
Vinculación con la 
Sociedad Civil. 
Recibir propuestas, 
solicitudes y 
denuncias de 
sociedad civil.  

Mecanismos de coordinación y políticas de combate a la corrupción  

Mecanismos de coordinación e intercambio de información, ideas y experiencias 

en materia de fiscalización de recursos públicos 

Secretario Técnico 

Secretaría Ejecutiva 

Comisión Ejecutiva 

Insumos Técnicos para 
el funcionamiento del 

SNA 

Responsabilidades Administrativas Investigación Penal 

Prevención Investigación 
Oficio o denuncia 

Sanción 

General 

Protocolo de 
actuación en 

contrataciones 

Declaraciones y 
evolución 

patrimonial 

OIC, SFP, 

OIC, SFP, Servidores 
Públicos, Comité de 

Participación Ciudadana 

Sistemas electrónicos que integran la Plataforma Digital Nacional del Sistema Nacional Anticorrupción 
 

SFP, Comité Coordinador del 
SNA, OIC 

Delitos por Hechos de 
Corrupción 

PGR ς Fiscalía 
Especializada 

Faltas No 
Graves 

Faltas 
Graves 

OIC, SFP, órganos de control del 
poder judicial, E. de Fiscalización, 
unidades de responsabilidad de 

empresas productivas 

ASF, Tribunales 

Faltas 
Particulares 

Tribunales 

Ilustración 2. Redes que integran los Sistemas Nacionales Anticorrupción y de Fiscalización 
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1. EL MARCO TEÓRICO DEL EJERCICIO DE DERECHOS 

 

Más importante que discutir qué son los derechos humanos, será determinar cómo 

podemos mirarlos y medirlos. Hay dos fuentes que detonaron el interés en la construcción 

de indicadores para medir derechos humanos. Por un lado, la vocación multidisciplinaria 

para entenderlos (Estévez y Vázquez, 2010; Saladin y Basak, 2006; Freeman, 2002). La 

segunda fuente fue el enfoque de derechos humanos en políticas públicas, en específico el 

desarrollo de indicadores que permitieran evaluar las acciones gubernamentales con 

respecto a los derechos. El principal actor en este punto es, sin duda, la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH)12. Como 

parte de este trabajo, la OACNUDH ha emitido dos informes (2006 y 2008) donde clasifica 

tres tipos de indicadores:  

¶ Indicadores estructurales: reflejan la ratificación y adopción de instrumentos jurídicos 

conforme a los estándares internacionales de DH y la existencia de mecanismos 

institucionales básicos (instituciones, estrategias, políticas, planes, programas, etc.) 

para facilitar la realización de un determinado derecho. Permiten medir el compromiso 

del Estado para organizar el sistema legal y el aparato institucional para cumplir sus 

obligaciones.  

¶ Indicadores de proceso: se refiere a la medición del alcance, la cobertura y el contenido 

de las estrategias, políticas, planes, programas u otras intervenciones específicas, 

encaminadas a tener impacto en el ejercicio de uno o varios DH. Buscan medir la calidad 

y magnitud de los esfuerzos del Estado para implementar los derechos.  

¶ Indicadores de resultado: son los que reflejan el impacto real de las intervenciones del 

Estado sobre el nivel de vigencia de los derechos. Describen los logros, individuales y 

                                                      
12 No sólo el Sistema Universal ha dedicado tiempo al desarrollo de los indicadores, también el Sistema 
Interamericano ha hecho trabajo al respecto. Vale la pena mencionar la propuesta desarrollada por el Grupo 
de Trabajo para el análisis de los informes nacionales previstos en el protocolo de San Salvador, quienes ya 
han emitido Lineamientos de indicadores para evaluar el avance en torno a los derechos económicos, sociales 
y culturales en el marco del Sistema Interamericano de DH (CIDH, 2007 y 2013). 
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colectivos, que reflejan el grado de realización de un derecho humano en un 

determinado contexto.  

Las discusiones y trabajos en torno a la construcción de indicadores de derechos 

humanos se han multiplicado (Guzmán y Arjona, 2008; Ruvalcaba, 2015; Anaya, 2015, 

Flores, 2010; Najera, 2012; OACNUDH, 2012).  

En esta investigación no crearemos información para dotar de contenido a nuevos 

indicadores, sino que usaremos la ya existente. Por ende, trabajaremos esencialmente con 

proxys, es decir, con aquella información que es la más cercana a lo que objetivamente 

queremos mirar. Otra razón para advertir que trabajaremos con proxys, es que cada 

derecho humano se encuentra integrado por cientos de obligaciones y pretender dar cuenta 

de un derecho humano supondría mirar todas esas obligaciones. Detengámonos un poco 

en esto.  

Siguiendo a Serrano y Vázquez (2009), todos los derechos humanos ςléase, el 

derecho a la integridad personal, a la vivienda, a la salud, a la libertad personal, derecho a 

votar, a ser votado, al medio ambiente sano, libertad de tránsito, al debido proceso, etc. ς 

están constituidos por el siguiente conjunto de obligaciones a cargo de los Estados:  

¶ Obligaciones generales de respetar, proteger, garantizar y promover los derechos 

humanos.  

¶ Elementos institucionales de disponibilidad, accesibilidad, calidad y aceptabilidad.  

¶ Principios de aplicación de núcleo del derecho, progresividad, prohibición de regresión 

y máximo uso de recursos disponibles.  

Por ende, si lo que interesa es mirar un derecho humano en su totalidad, habría que 

construir indicadores para observar cada una de estas nueve obligaciones. Si, además, se 

pretende no sólo construir indicadores que midan a los derechos humanos, sino que 

además tengan perspectiva de derechos, el punto se complejiza ya que los indicadores 

también tendrían que dar cuenta de algunos principios como la universalidad, la 

interdependencia, la indivisibilidad, la perspectiva de igualdad y no discriminación, la 
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perspectiva de género, la participación, el empoderamiento de las personas, por mencionar 

algunos.  

Cuadro 1. Obligaciones en materia de derechos humanos 

 
Fuente: Elaboración propia 

 

Si logramos capturar todos estos elementos en un índice, lo que estaremos 

midiendo es el conjunto de obligaciones a cargo de un Estado que conforman un derecho. 

Pero, ¿esto es sinónimo del ejercicio de derechos por parte de las personas? No, no lo es. 

En la medida que el estudio de los derechos humanos ha sido esencialmente 

estadocéntrico, lo que más se ha desarrollado son las obligaciones a cargo de los Estados. 

Sin embargo, el cumplimiento de las obligaciones por los Estados no se convierte de forma 

inmediata en ejercicio de derechos de las personas. Por ejemplo, el aumento de gasto en 

seguridad, de policías en las calles y de mayor presupuesto en capacitación y armamento, 

no necesariamente se convierte en un mayor ejercicio de los derechos a la libertad e 

¶Participación 

¶Igualdad  y 

no discriminación

¶Género

¶Coordinación  

interinstiticional

¶Cultura de DH

Indivisibilidad

Universalidad

Interdependencia

Máximo uso de 

recursos disponibles

Prohibición de 

regresión

Progresividad      

DERECHO SUBDERECHO OBLIGACIÓN 

GENERAL
ELEMENTO 

INSTITUCIONAL

PRINCIPIOS DE 

APLICACIÓN

Derecho humano 

seleccionado 

para desempacar

Subderecho 1

Subderecho 2

Subderecho 3

Proteger

Garantizar

Promover

Respetar

Accesibilidad

Calidad

Aceptabilidad

Disponibilidad

PRINCIPIOS 

PRINCIPIOS 

TRANSVERSALES

CONTENIDO ESENCIAL DE LOS 

DERECHOS
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integridad personales. Puede haber brechas entre la acción estatal y el ejercicio efectivo de 

los derechos. De hecho, una probable explicación de esa brecha es, precisamente, la 

corrupción. Lo que nos interesa mirar y medir es el ejercicio de derechos de las personas. 

Mientras que el índice que observe todas las obligaciones estaría integrado por lo que la 

OACNUDH denomina indicadores estructurales y de proceso; el ejercicio efectivo de los 

derechos requiere indicadores de resultado.  

¿Cómo medimos el ejercicio de derechos humanos? No hay una sola forma de 

medirlo. Por ejemplo, considerando que la obligación de respeto supone la omisión del 

Estado de violentar derechos (Serrano y Vázquez, 2013), ciertas prácticas estatales nos 

estarán hablando del ejercicio de derechos, pero de forma negativa. Un indicador sobre 

averiguaciones previas abiertas por desaparición forzada, nos está hablando de una práctica 

estatal ς la desaparición de personas ς y nos está dando cuenta también del no ejercicio del 

derecho: las personas desaparecidas. Lo mismo sucede con muchos otros indicadores como 

las quejas presentadas ante un ombusdman, o el total de recomendaciones emitidas por 

éste. La obligación de respeto nos permite mirar tanto las prácticas gubernamentales como 

el ejercicio de derechos, cosa que no sucede con las obligaciones de garantía, protección y 

promoción, que dan cuenta de acciones estatales pero no necesariamente de ejercicio de 

derechos.  

En la medida que no se cuenta con indicadores que permitan mirar todos los 

extremos de un derecho, es que se trabaja con proxys, con mediciones que permiten 

extrapolar algunas conclusiones respecto de lo que pasa con un derecho. Otra consecuencia 

de no contar con indicadores suficientes que permitan mirar todas las caras y facetas de un 

derecho, es que nunca contaremos una fotografía de la totalidad del derecho. Ese no es el 

objetivo. Más que tener una fotografía completa sobre todos los aspectos que conforman 

un derecho en un momento determinado, lo que nos interesa poder mirar son las 

tendencias a lo largo del tiempo. En la medida que tengamos tendencias longitudinales, 

podremos hacer pruebas estadísticas para mirar el impacto que la corrupción tiene en el 

ejercicio de los derechos.  
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 Hechas las aclaraciones correspondientes, los derechos humanos se analizarán a 

partir de cuatro tipos de indicadores, en todos los casos en cada una de las entidades 

federativas del 2000 al 201413: 

a) Indicadores generales de derechos humanos 

¶ Total de quejas presentadas ante la CNDH, 2000 - 2014  

¶ Total de recomendaciones por entidad federativa emitidas por la CNDH, 2000 ς 2014. 

 

b) Indicadores de derechos civiles 

¶ Defunciones por homicidio según entidad federativa de ocurrencia (INEGI), 2000 ς 2014.  

¶ Porcentaje de muertes por homicidio con respecto al total de muertes violentas (INEGI), 

2004 ς 2014. 

¶ Total de quejas sobre desaparición forzada presentadas ante la CNDH, 2000-2014. 

¶ Total de quejas sobre detenciones arbitrarias presentadas ante la CNDH, 2000-2014. 

¶ Total de quejas sobre tortura presentadas ante la CNDH, 2000-2014. 

¶ Averiguaciones previas por el delito de desaparición forzada (PGR), 2000 ς 2014.  

 

c) Indicadores de derechos políticos  

¶  Participación electoral en las elecciones federales (INE), 2000 ς 2014 

 

d) Indicadores de derechos económicos y sociales  

¶ Mortalidad infantil por entidad por año (CONAPO), 2000 ς 2014 

¶ Esperanza de vida al nacer por entidad por año (CONAPO), 2000 ς 2014 

¶ Indicador sobre el nivel de desarrollo de las entidades federativas (IDH-PNUD) a partir 

de las mediciones de 2008, 2010 y 2012.  

                                                      
13 La base de datos completa se puede consultar en el siguiente link: 
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.
xlsx?dl=0  

https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
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¶ El componente de salud del IDH-PNUD, 2008, 2010 y 2012.  

¶ El componente de educación del IDH-PNUD que recoge el nivel de alfabetización de 

adultos y el nivel de escolaridad alcanzado.  

¶ El componente de ingreso del IDH-PNUD que considera el producto interno bruto per 

cápita y evalúa el acceso a los recursos económicos necesarios para una vida digna.  

¶ Población en situación de pobreza por entidad por año (CONEVAL), en las mediciones 

2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población en situación de pobreza moderada por entidad por año (CONEVAL), en las 

mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población en situación de pobreza extrema por entidad por año (CONEVAL), en las 

mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población vulnerable por carencias sociales por entidad por año (CONEVAL), en las 

mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población vulnerable por ingresos entidad por año (CONEVAL), en las mediciones 2008, 

2010, 2012 y 2014. 

¶ Población con rezago educativo por entidad federativa por año (CONEVAL), en las 

mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población con carencias por acceso a los servicios de salud por entidad por año 

(CONEVAL), en las mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población con carencias por acceso a la seguridad social por entidad por año 

(CONEVAL), en las mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población con carencias por calidad y espacios de la vivienda por entidad por año 

(CONEVAL), en las mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población con carencias por acceso a los servicios básicos de vivienda por entidad por 

año (CONEVAL), en las mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población con carencias por acceso a la alimentación por entidad por año (CONEVAL), 

en las mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

¶ Población con un ingreso inferior a la línea de bienestar mínimo por entidad por año 

(CONEVAL), en las mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 
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¶ Población con un ingreso inferior a la línea de bienestar por entidad por año 

(CONEVAL), en las mediciones 2008, 2010, 2012 y 2014. 

 

Probablemente sea llamativo que, pese a trabajar con las entidades federativas, se 

utilicen los datos de la CNDH y no los elaborados por las comisiones locales. Esto tiene una 

explicación. No usamos los datos de las comisiones locales debido a los problemas de 

subregistro. En el índice de impunidad elaborado por la Universidad de las Américas se 

ǎŜƷŀƭŀΥ άΧ ŀƭ ŎŀƭŎǳƭŀǊ ƭŀǎ ŘƛƳŜƴǎƛƻƴŜǎ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀƭ ȅ ŦǳƴŎƛƻƴŀƭ ŘŜƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ȅ ŘŜ 

justicia, junto con la de derechos humanos, se observó que los resultados castigaban a las 

comisiones locales más activas, mientras que, al no contar con cifras de violaciones graves 

a derechos humanos, algunas entidades resultaban premiadas por la falta de acción en su 

comisƛƽƴ ƭƻŎŀƭΦέ όhttp://www.udlap.mx/igimex/modelo.aspx). Un buen ejemplo de esto es 

el caso de Tamaulipas donde, durante el 2013, la comisión local de DH no tiene ningún caso 

de desaparición en sus registros; mientras que el Registro Nacional de Datos de Personas 

Extraviadas o Desaparecidas (RNPED) menciona 5,583 desapariciones en esa entidad 

(http://www.udlap.mx/igimex/modelo.aspx). En el mismo sentido -sigue la nota 

metodológica desarrollada por la UDLA-, entre 2012 y 2014, la comisión de DH de Guerrero 

no emitió ninguna recomendación, la de Tamaulipas emitió seis, y la del Distrito Federal 

generó doscientas cincuenta y seis recomendaciones. Por lo que estandarizar la actividad 

de las treinta y dos comisiones locales se antoja muy complicado. 

 

  

http://www.udlap.mx/igimex/modelo.aspx
http://www.udlap.mx/igimex/modelo.aspx
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RECOMENDACIÓN 01. Construcción de indicadores e índices oficiales de derechos 

humanos 

México no cuenta con indicadores e índices oficiales de derechos humanos. Si bien varias 

instituciones estatales generan datos sobre derechos humanos, ninguna institución 

estatal se ha dado a la tarea de conformar indicadores oficiales que permitan integrar un 

índice para medir derechos, y replicar esas mediciones a lo largo del tiempo ya sea por 

municipio, por entidad federativa y/o a nivel nacional. En la medida que no se cuenta con 

estas mediciones, tampoco se pueden construir líneas base para:  

1. hacer diagnósticos sólidos sobre cuál es la situación en la que México se encuentra, y 

2. hacer evaluaciones de impacto para determinar si las políticas públicas, leyes, 

presupuestos, sentencias y demás acciones gubernamentales están logrando los 

impactos buscados en los derechos.  
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2. EL MAR CO TEÓRICO DEL ANÁLISIS DE LA CORRUPCIÓN 
 

2.1. ¿QUÉ ES LA CORRUPCIÓN? 

Captura o cooptación estatal, tráfico de influencias, conflicto de intereses, negociaciones 

incompatibles, parcialidad, donación en campañas electorales, malversación de fondos, 

partidas presupuestarias secretas, fraudes, uso de información privilegiada, 

enriquecimiento ilícito, soborno, extorsión, arreglos, colusión privada, alteraciones 

fraudulentas del mercado, especulación financiera con fondos públicos, puerta giratoria, 

clientelismo, nepotismo, compra de votos, todas estas son actividades que en la literatura 

se relacionan con alguna idea de corrupción. Si bien cada una de ellas supone relaciones, 

actividades y consecuencias distintas ςpor ello es tan difícil hacer una sola definición de 

corrupción-, mantienen un aire de familia que funciona como intuición y que es 

esencialmente normativo: hubo algo mal hecho, hay una acción reprochable.  

 Para un análisis empírico, necesitamos algo más que una intuición moral. Sin una 

definición razonablemente precisa es difícil marcar una línea entre una práctica burocrática 

flexible y una práctica corrupta (Hatti, Hoadley y Heimann, 2010) y es también complicado 

observar específicamente la acción corrupta. Existen múltiples discusiones sobre cómo 

definir a la corrupción (Garzón, 2003; Rabotnikof, 2003; Mény, 2003; Malem, 1997 y 2003; 

Hatti, Hoadley y Heimann, 2010; Adler-Lomnitz, 2006). Hay conceptos más amplios y otros 

más estrechos. En el siguiente cuadro se presentan las variaciones de los conceptos más 

generales a los más específicos. 
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Fuente: Elaboración propia.  

 

Uno de los conceptos más generales y más utilizados es el propuesto por el Banco 

Mundial, que fue retomado por Transparencia Internacional y popularizado a partir del uso 

de esta organización: la corrupción es el abuso del poder encomendado para el beneficio 

propio. En esta concepción, el poder puede ser tanto público como privado, tanto político 

como económico, por lo que no se requiere que haya un servidor público en la relación de 

corrupción, puede haber corrupción entre particulares en el mercado o entre un equipo y 

un árbitro para arreglar un juego de futbol. Además, no se requiere una relación de 

intercambio, basta con que exista el abuso del poder para beneficio propio para que la 

corrupción se presente, como en la malversación de fondos o en las partidas secretas. 

Para esta definición, la corrupción supone la apropiación de lo público para fines 

ǇǊƛǾŀŘƻǎΣ Ŝǎ ŘŜŎƛǊΣ ƭŀ ǇŞǊŘƛŘŀ ŘŜ άǇǳōƭƛŎƛŘŀŘέ ŘŜƭ ƎƻōƛŜǊƴƻΦ CƛƎǳǊŀǎ ŎƻƳƻ Ŝƭ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ ŘŜ 

intereses o negociaciones incompatibles, las donaciones en campañas electorales y la 

Más general 

Menos general 

Privatización del 

poder público 

Relación de intercambio entre un 

órgano público y otro privado contrario 

a una norma para obtener una ventaja 

Relación de intercambio entre un 

órgano público y otro privado contrario 

a la ley para obtener una ventaja 

Relación de intercambio contrario a una 

norma para obtener una ventaja 

Sobornos, extorsión, prevaricación  

Presentación de intereses privados como 

públicos. Lobby. Desvío de fondos. 

Relaciones entre empresas. Corrupción al 

interior del mercado. 

  

Puerta giratoria, clientelismo, nepotismo, 

financiamiento electoral, negociaciones 

incompatibles 

Relación de intercambio entre un 

órgano público y otro privado para 

obtener una ventaja 
Redes clientelares, redes informales de 

intercambio 

Cuadro 2. Niveles de generalidad en el concepto de corrupción 



 
 

53 

cooptación o captura estatal caben muy bien en esta definición. Incluso aquella captura que 

no necesariamente se realiza por medio del pago de un soborno, sino por la sola influencia 

política sobre los gobiernos. Aquí, las empresas y otros grandes actores tienen una gran 

capacidad para incidir sobre las reglas del juego sin necesidad de acudir a sobornos. Esto 

supone la sobrerrepresentación de pocos intereses y la exclusión de muchos. 

Bajemos un poco el nivel de generalidad de la definición de corrupción. Pensemos 

en una que conceptualice a la corrupción como una relación de intercambio contrario a una 

norma (jurídica, moral o social) para obtener una ventaja. Un ejemplo es la forma en que 

wƻŜƳŜǊ ƭŀ ŘŜŦƛƴŜΥ άƭŀ ŎƻǊǊǳǇŎƛƽƴ ǇǳŜŘŜ ŜƴǾƻƭǾŜǊ ǇǊƻƳŜǎŀs, amenazas o ambas; puede ser 

iniciada por un servidor público o un cliente interesado; puede darse con actos de omisión 

o comisión; puede generarse con servicios lícitos o ilícitos; puede estar dentro o fuera de 

ǳƴŀ ƻǊƎŀƴƛȊŀŎƛƽƴ ǇǵōƭƛŎŀέ όwƻŜƳŜǊΣ нллоΥ н46). 

Un primer aspecto de este tipo de definiciones es que ya se piensa a la corrupción 

en términos de intercambio, en términos relacionales. En este tipo de definiciones, la 

malversación de fondos, la desviación de fondos a cuentas privadas que terminen en el 

enriquecimiento ilícito del servidor público ya no calificarían como actos corruptos (puesto 

que no hay una relación de intercambio), sino como actos meramente criminales. 

Asimismo, la captura estatal que no provenga de un intercambio o interacción específico 

tampoco sería considerado un acto de corrupción: sería simplemente la disputa ideológica 

propia de la democracia. Por ejemplo, el lobby ςen la medida que no haya un intercambio 

específico- no sería considerado corrupción, pero los donativos en las campañas podrían 

incluirse a partir de una línea tenue y borrosa sobre lo que es y lo que no es corrupción. 

Bajemos un peldaño más en el nivel de generalización del concepto de corrupción. 

Mantengamos la idea de relación de intercambio pero limitémosla ahora sólo a aquellas 

relaciones entre un órgano público y otro privado para obtener una ventaja. El principal 

punto de diferencia con la definición anterior es que aquí ya no se calificaría como 

corrupción el intercambio realizado en el mercado (control del mercado mediante arreglos 

entre empresas) o en otros espacios sociales (arreglo de partidos de futbol). Para que la 
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corrupción se presente, se requiere que esté involucrado un ente público. Aquí estaría la 

propuesta de conceptualización que hace Mény: la ŎƻǊǊǳǇŎƛƽƴ ǇǳŜŘŜ ǎŜǊ ŘŜŦƛƴƛŘŀ ŎƻƳƻ άǳƴ 

intercambio clandestino entre dos mercados: por una parte el mercado político o 

administrativo y, por la otra, el mercado económico y social. Este intercambio es oculto 

porque viola las normas públicas, legales y éticas, y también porque sacrifica el interés 

ƎŜƴŜǊŀƭ Ŝƴ ŀǊŀǎ ŘŜ ƛƴǘŜǊŜǎŜǎ ǇǊƛǾŀŘƻǎΦέ όнллоΥ мнрύΦ ¦ƴ ŀǎǇŜŎǘƻ ŀ ǎǳōǊŀȅŀǊ Ŝƴ ŜǎǘŜ ƴƛǾŜƭ Ŝǎ 

que si bien concretiza con respecto a los sujetos que integran la relación, se mantiene 

abierta la posibilidad de que lo que se transgreda no sea necesariamente una ley, sino 

cualquier norma incluyendo las normas éticas.  

 El último nivel de concreción lo ocupan aquellas conceptualizaciones que mantienen 

la idea relacional de la corrupción ςla corrupción como intercambio-, mantienen la 

necesidad de que al menos uno de los actores sea un servidor público, pero establecen la 

necesidad de que se violente una ley. No basta que se transgreda una expectativa moral del 

puesto, es necesario que haya la ruptura del orden positivo. Probablemente esta diferencia 

abonaría en la distinción entre la corrupción y la incompetencia o mala administración. Por 

ejemplo, de acuerdo con Bacio (2008), para poder determinar cuándo la corrupción es 

violatoria a derechos humanos, se necesita una definición legal de corrupción, él propone: 

άǘƘŜ illegal ŀōǳǎŜ ƻŦ ŜƴǘǊǳǎǘŜŘ ǇƻǿŜǊ ŦƻǊ ǇǊƛǾŀǘŜ Ǝŀƛƴέ ό.ŀŎƛƻΣ нллуΥ сύΦ  

 En esta línea, los actos considerados corruptos son muy claros: aquellos que están 

tipificados en las leyes nacionales e internacionales14. Por ejemplo: apropiación de bienes 

públicos para fines privados; soborno entendido como dádiva a agentes públicos a cambio 

de un favor; la extorsión, que supone la misma dádiva pero a iniciativa del agente público; 

el tráfico de influencias; el uso abusivo de información privilegiada; el enriquecimiento 

ilícito; por mencionar algunos (Zalaquet, 2007; Bacio, 2008). En cambio, algunos otros actos 

que suelen ser considerados corrupción pero que no siempre se encuentran en las leyes 

quedarían fuera de este tipo de definiciones, por ejemplo: la puerta giratoria (un regulador 

estatal deja su cargo público y es contratado por la empresa que regulaba); el clientelismo; 

                                                      
14 En la sección 6 del informe final se hace un análisis tanto del marco jurídico como del diseño institucional.  
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el nepotismo; el financiamiento electoral que da mayor influencia a los donantes sobre los 

ciudadanos; los conflictos de intereses o negociaciones incompatibles15 (Stark, 2009; 

Arellano y Zamudio, 2009); y, en general, la captura del estado por intereses privados 

cuando no se realice mediante sobornos. 

Hasta aquí los distintos conceptos de corrupción, de la forma más general de 

comprenderla, hasta definiciones más específicas. Una conclusión relevante de esta sección 

es que no hay una corrupción o la corrupción, sino distintas acciones que tienen cierto aire 

de familia. Estos distintos actos de corrupción tendrán también impactos diferenciados en 

los derechos humanos como veremos en la sección 3 del informe final. Cuando se piensa 

en la elaboración de diagnósticos para generar políticas públicas anticorrupción, el punto 

relevante de la discusión conceptual está en la respuesta a la siguiente pregunta: ¿qué tipo 

de corrupción es la que queremos combatir? ¿la cooptación estatal, las redes informales 

de intercambio, las negociaciones incompatibles y la puerta giratoria, los sobornos o las 

extorsiones? No sólo debemos definir qué tipo de corrupción queremos combatir, para 

emprender cualquier análisis-diagnóstico y medida anticorrupción también debemos 

aclarar qué nivel de corrupción queremos atacar. A esto dedicaremos la siguiente sección.  

 

  

                                                      
15 Esta figura se presenta cuando hay intereses objetivamente clasificados y directamente observables que 
permiten mirar cuando un funcionario entra en conflicto subjetivo en la toma de decisiones públicas por esos 
intereses. Un funcionario está en situación de conflicto si recibe regalos, remuneraciones o promesas que lo 
hagan sentirse en deber para con sus benefactores (Stark, 2006).  
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RECOMENDACIÓN 02. Definir qué tipo de corrupción interesa observar. 

Para futuros estudios diagnósticos de carácter empírico sobre la relación entre corrupción 

y violaciones a (o no ejercicio de) derechos humanos, vale la pena intentar análisis de 

campo más acotados. El primer paso, para poder realizar una metodología adecuada, será 

determinar ¿qué tipo de corrupción nos interesa observar? 

 

2.2. DISTINTOS NIVELES DE CORRUPCIÓN  

Hasta aquí hemos desarrollado los distintos conceptos de corrupción, pero también 

tenemos distintos niveles de corrupción. Por ejemplo, el Banco Mundial hace diferencia 

entre la corrupción administrativa y la captura estatal. Lo que al Banco Mundial le interesa 

observar es cuándo la corrupción conlleva la pérdida de la autonomía estatal y cuándo no, 

este es su criterio de clasificación. Por ende, distingue las prácticas de corrupción que 

comportan la captura estatal, de las que son sólo corrupción administrativa. Las primeras 

suponen acciones de individuos, grupos o empresas tanto en el ámbito público como 

privado que tratan de influir en el contenido de las leyes, regulaciones y otras políticas 

públicas en beneficio propio a través de la provisión de réditos privados ilícitos y no 

transparentes a los servidores públicos. La administrativa supone la distorsión en la 

aplicación de las leyes previamente existentes para otorgar ventajas a los actores públicos 

o privados a través de la provisión de réditos privados ilícitos o no transparentes a los 

servidores públicos (Alonso y Garcimartin, 2011: 26). 

La diferencia no es menor, resulta mucho más grave que el Estado pierda la 

capacidad de definir las metas y objetivos públicos frente a actores privados por medio de 

ŀŎǘƻǎ ŎƻǊǊǳǇǘƻǎΣ ǉǳŜ ƳŀƴǘŜƴŜǊ Ŝǎŀ ŎŀǇŀŎƛŘŀŘ ȅ ǉǳŜ ƭŀ ŎƻǊǊǳǇŎƛƽƴ ŦǳƴŎƛƻƴŜ ǇŀǊŀ άŀŎŜƛǘŀǊ ƭŀ 

ƳŀǉǳƛƴŀέΦ 

Por su parte, al Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (UNDP, siglas en 

inglés) le interesa observar quién comete el acto de corrupción: mandos altos, medios o 

bajos. Por ende, su propuesta de clasificación de la corrupción se construye por medio de 
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dos tipos: pequeña y gran corrupción. Denomina como pequeña corrupción, o basada en 

necesidades, a aquella donde los servidores públicos de mandos bajos, normalmente con 

malos salarios, solicitan sobornos para recibir bienes o servicios públicos. En cambio, la gran 

corrupción, o sustentada en la avaricia, es la que realizan los altos servidores públicos que 

otorgan contratos y licitaciones (UNDP, 2004: 9). 

 Otro ejemplo que usaremos es la clasificación desarrollada por Zalaquet (2007). En 

esta clasificación también tenemos dos criterios taxonómicos: la extensión de la corrupción 

(aislada o endémica); y el lugar donde se cometen los actos corruptos (focalizada o 

generalizada). Para este autor, la corrupción puede ser una práctica esporádica o un 

fenómeno endémico. La corrupción endémica hace referencia a una lógica estructural, 

caracterizada como una práctica que define el funcionamiento de ciertas instituciones y que 

opera a través de redes de poder, cuya principal función es proteger y mantener en la 

impunidad la corrupción funcional a su grupo (Nash, 2014: 70). La corrupción endémica o 

estructural puede ser focalizada (por ejemplo, en la policía, la judicatura o el servicio de 

aduanas) o generalizada (en el grueso de la lógica gubernamental) (Zalaquet, 2007). 

Miremos un intento de relación de todos los niveles en el siguiente cuadro:  

Cuadro 3. Síntesis de las tipologías de corrupción 

COOPTA AL 
ESTADO (o a 
algún ente 

estatal) 

Práctica aislada Expresión estructural o endémica  

Quién comete el acto Dónde se comete el acto 

Mando altos (corrupción política) 
 

Focalizado 
Generalizado 

NO COOPTA 
AL ESTADO 

C
o

rr
u
p
c
ió

n
 

a
d
m

in
is

tr
a

tiv
a Mandos medios y altos  

(gran corrupción)  
 

Focalizado 

 
 

Generalizado Mandos bajos 
(pequeña corrupción) 

Fuente: Elaboración propia. 

 

 

RECOMENDACIÓN 03. Definir qué nivel de corrupción interesa observar 

Coopta al Estado 
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Para futuros estudios diagnósticos de carácter empírico sobre la relación entre corrupción 

y violaciones a (o no ejercicio de) derechos humanos, vale la pena intentar análisis de 

campo más acotados. El primer paso, para poder realizar una metodología adecuada, será 

determinar ¿qué nivel de corrupción nos interesa observar: la que coopta al Estado, 

estructural, generalizada o focalizada? Vale la pena mencionar que dependiendo el tipo 

de corrupción será la metodología analítica más apropiada. Asimismo, para ciertos tipos 

de corrupción, como la expresión estructural que coopta al Estado cometida por altos 

mandos, la obtención de datos sistemáticos será muy complicada. Sin embargo, si sólo se 

analiza la corrupción relacionada con mandos medios o bajos, se pierden de vista los 

actos de corrupción que pueden tener el mayor impacto sobre los derechos humanos, 

por el tipo de decisiones y cantidad de presupuesto que está involucrado. 

 

2.1. RELACIONANDO CONCEPTOS Y NIVELES  

La discusión sobre los distintos conceptos o expresiones de la corrupción y sus diferentes 

niveles es relevante para poder determinar cuál es el tipo de corrupción que queremos 

combatir y, a partir de ello, cuál es la mejor estrategia anticorrupción.  

 Por ejemplo, si tomamos el concepto más general de corrupción ςla privatización 

del poder público- y lo combinamos con la corrupción estructural cometida por los altos 

mandos gubernamentales; el tipo de estrategia anticorrupción deberá ser de muy alta 

jerarquía y con una coalición política amplia, ya que enfrentará duros embates desde el 

centro mismo del poder político. En cambio, si tomamos una expresión muy acotada de la 

corrupción, por ejemplo el soborno, y lo relacionamos con un nivel focalizado realizado por 

mandos bajos, lo que tendremos es un programa de política pública con el objetivo de 

eliminar la corrupción en una oficina muy específica, con respecto a ciertos servidores 

públicos bien identificados, como podría ser el caso de un programa de política pública 

anticorrupción en la Secretaría del Trabajo dirigido a evitar la corrupción de los supervisores 

de las condiciones laborales.  
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2.3. CÓMO SE MEDIRÁ A LA CORRUPCIÓN EN EL ESTUDIO  

Semejante a lo que sucede con los derechos humanos, mirando que hay distintos conceptos 

y niveles de corrupción, un solo indicador no daría cuenta de todas las combinaciones: ¿Qué 

corrupción queremos mirar?: todos los actos de corrupción, la corrupción que genera 

cooptación estatal, la gran corrupción, la pequeña corrupción, las prácticas aisladas, la 

estructural. Peor aún, la corrupción ςcomo cualquier otro delito, pero con más semejanza 

con los delitos sexuales- es algo que se realiza con un alto nivel de ocultamiento, de 

obscuridad. Por ende, construir datos objetivos de corrupción, es decir, datos que nos den 

cuenta de la ocurrencia fáctica de hechos corruptos, es muy complicado. 

 Entre los estudios de corrupción esta reflexión ha derivado en la discusión sobre los 

pros y contras de mediciones objetivas de corrupción versus mediciones percepción (Alonso 

y Garcimartín, 2011ª; Mulas-Granados, 2011; Weber, 2006). Las mediciones de percepción 

se centran en la imagen que las personas tienen sobre el nivel de corrupción de los distintos 

órganos que conforman el gobierno. Los principales índices internacionales, como el de 

Transparencia Internacional, están conformados a partir de percepciones de la gente. En 

cambio, las mediciones objetivas se refieren a actos de corrupción que se tiene la certeza 

de que fueron cometidos. Por ejemplo, existen encuestas en las que se pregunta a las 

personas si ellas han pagado algún soborno. Más allá de la sinceridad con la que las personas 

respondan este tipo de encuestas, lo relevante es la tendencia que se vaya gestando del 

año en que se levantó la primera encuesta con respecto a los siguientes levantamientos. Lo 

que interesa son las tendencias, más que la capacidad comprensiva de la medición. Igual 

que con los derechos humanos, no tendremos una fotografía exacta sobre lo que está 

sucediendo en todos los actos de corrupción y en los diferentes niveles; pero podremos 

establecer tendencias longitudinales que nos permitirán observar empíricamente cuál es la 

relación con los derechos humanos a lo largo del tiempo.  

Existen varios estudios de caso sobre corrupción que analizan a México (Millán y 

Mancini, 2006; Juárez, 2006; Casar, 2015; Marván, 2015; Pulido y Lagunes, 2016). En estos 

estudios se recuperan diversas fuentes, pero normalmente son indicadores de percepción 
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o encuestas realizadas en periodos o con metodologías que no permiten realizar un análisis 

de tendencias y consecuencias a lo largo del tiempo. 

Para mirar la corrupción en México en este estudio, usaremos indicadores tanto de 

percepción como objetivos, en todos los casos a partir de la unidad de análisis entidad 

federativa ς año, entre el 2000 y el 2014. Esto nos permitirá mirar tendencias a lo largo del 

tiempo y relaciones con los indicadores de derechos humanos. Los indicadores con los que 

miraremos a la corrupción son16: 

a) Indicadores de percepción, ENVIPE 2011 - 2015 

¶ Percepción de corrupción en seguridad (policías municipales, estatales y federales); 

¶ Percepción de corrupción en impartición de justicia (policía ministerial o judicial y 

ministerios públicos); 

¶ Percepción de corrupción en administración de justicia (jueces); y  

¶ Percepción de corrupción en seguridad nacional (militares y marina).  

 

b) Indicadores objetivos de la Auditoría Superior de la Federación 

¶ Número total de observaciones emitidas.  

¶ Desempeño.- promedio simple de la puntuación asignada en una escala de 0 a 3, 

dependiendo de la gravedad de la observación emitida.  

¶ Observaciones con daño.- número total de observaciones en las que se considera que 

hubo daño patrimonial.  

¶ Observaciones / daño (%).- Porcentaje de observaciones en las que se considera que 

hubo daño patrimonial, con respecto al total de observaciones. 

 

c) Indicadores objetivos de la Secretaría de la Función Pública  

¶ Total de servidores públicos sancionados.  

                                                      
16 La base de datos completa se puede consultar en el siguiente link: 
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.
xlsx?dl=0  

https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
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Los primeros nos hablan de la percepción sobre corrupción, especialmente en los 

cuerpos de seguridad y justicia. En cambio, el segundo y tercer grupo de indicadores nos 

permiten mirar la corrupción objetiva. En el primer caso, a partir de la detección de actos 

de corrupción en el ejercicio presupuestal. En el segundo, en la realización de actos 

corruptos en la acción administrativa. No pasamos por alto que, en estos dos últimos grupos 

de indicadores, como vimos líneas arriba, tenemos problemas de subregistro tanto del 

número total de actos corruptos como, especialmente, de la gravedad de los mismos. Es 

importante reiterar que con estos indicadores ni se logra mirar en su totalidad el fenómeno 

de la corrupción, ni se trata de una fotografía exacta sobre cómo se encuentra la corrupción 

en México en un momento determinado. En cambio, lo que sí se consigue es tener una 

aproximación numérica del fenómeno (proxy), para poder mirar las tendencias a lo largo 

del tiempo y las relaciones con los derechos humanos.  

 

RECOMENDACIÓN 04. Generación de datos oficiales sobre corrupción 

No se cuenta con datos oficiales sobre corrupción. Si bien los datos construidos 

provienen de fuentes oficiales, no son utilizadas por el Estado mexicano como línea 

base para analizar el fenómeno de la corrupción, ni el impacto que las políticas y 

estrategias anticorrupción tienen. Esto limita la generación de diagnósticos fiables, de 

decisiones de política pública sustentada en evidencia, y de realización de evaluaciones 

de impacto. 
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3. ANÁLISIS DE LAS RELACIONES CAUSALES ENTRE LA CORRUPCIÓN 

Y LOS DERECHOS HUMANOS 
 

Podemos pensar cuatro posibles relaciones entre los derechos humanos y la corrupción:  

1) Las semejanzas y diferencias de las organizaciones y personas de la sociedad civil 

que conforman los movimientos de derechos humanos y anticorrupción.  

2) El posible aporte que las herramientas de protección de derechos humanos pueden 

ƘŀŎŜǊ ŀ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀ ŎƻǊǊǳǇŎƛƽƴΧ ȅ ǾƛŎŜǾŜǊǎŀΦ  

3) Las violaciones al principio de igualdad y no discriminación, así como a los grupos en 

situación de vulnerabilidad producidas por los actos de corrupción.  

4) Las violaciones generales a derechos humanos producidas por los distintos tipos de 

corrupción.  

Desarrollaremos sólo el punto cuatro. ¿Por qué se esperaría que algunos actos 

corruptos conlleven violaciones a derechos humanos? Miremos estas posibles violaciones 

a partir de los diferentes actos de corrupción.  

RECOMENDACIÓN 05. Posibles relaciones entre corrupción y DH que vale la pena 

desarrollar 

En este informe nos concentraremos en la relación entre los actos de corrupción y las 

violaciones a derechos humanos. Sin embargo, algunos elementos de una estrategia 

anticorrupción se pueden ver fortalecidos por el análisis de las relaciones entre 

corrupción y derechos humanos. Por ejemplo:  

¶ Mecanismos de protección de testigos (whistleblower), cuyas vidas suelen peligrar en 

especial cuando se trata de denuncias de corrupción política o estructural (Banisar, 

2009; Vaughn, 2009). 

¶ Aplicación del enfoque o perspectiva de derechos humanos en la formulación de 

políticas contra la corrupción.  
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¶ Los derechos humanos funcionan como límite17 a todas las políticas públicas, 

incluyendo las de corrupción. En este sentido, puede haber tensiones entre algunos 

tipos penales relacionados con la corrupción y derechos al debido proceso, la 

presunción de inocencia y la protección a la vida privada (González, 2010; Gathii, 

2009).  

Estos puntos pueden ser desarrollados en consultorías futuras.  

 

La primera relación entre la corrupción y la violación a los derechos humanos es la 

solicitud de sobornos como condición el acceso a los derechos (ICHRP, 2009), ya sea el 

acceso a la justicia o, en general, a los servicios públicos (Anand, 2012). Los ejemplos son 

múltiples:  

1. Funcionarios de ministerios públicos y víctimas de delitos y/o personas detenidas;  

2. Funcionarios de juzgados y partes en procesos de cualquier naturaleza (penal, civil, 

administrativa, laboral);  

3. Enfermeras, médicos, o administradores y pacientes que se convierten en víctimas 

de violaciones a derechos;  

4. Directores y profesores de escuela que piden dinero para permitir el acceso de 

estudiantes a clases, cuando se les pide a los padres pagar por clases extra para sus 

hijos donde se les enseñan los elementos esenciales del plan de estudios, o donde 

se les pide dinero a los padres para corregir las tareas y trabajos de los estudiantes 

(Bacio, 2008: 28).  

5. Servidores públicos que implementan un programa de política social y población 

objetivo del programa que se convierte también en víctima.  

                                                      
17 En la medida que la reforma constitucional en materia de derechos humanos del 2011 establece que todas 
las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deben dar cuenta de las obligaciones en materia de 
derechos humanos, todo el contenido de las políticas públicas y acciones estatales deben ser acordes a los 
derechos.  
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En estos casos la relación de corrupción se da entre los prestadores de servicios y las 

personas que se convierten en víctimas de la violación de derechos humanos.  

La segunda relación entre la corrupción y la violación a los derechos humanos es el 

pago de sobornos para realizar acciones que debieran estar prohibidas y que son 

abiertamente violatorias a los derechos (ICHRP, 2009; Bacio, 2008). Aquí también existen 

múltiples ejemplos:  

1. Transgredir medidas de seguridad laboral como se hizo evidente en el caso Pasta de 

Conchos donde la empresa minera, pese a violentar diversas medidas de seguridad, 

unos días antes de la tragedia había recibido la visita de un inspector laboral (en el 

mismo sentido, Bacio, 2008: 15; CNDH, 2006 y 2011). 

2. La realización de megaproyectos ya sean turísticos, presas, minería, o eólica que 

muchas veces obtienen el visto bueno de las evaluaciones de impacto a través de 

sobornos.  

3. El mantenimiento de redes de trata de personas ya sea con fines de explotación 

sexual o laboral. 

4. La compra de votos y el soborno a los servidores públicos encargados de las 

elecciones, a fin de cometer fraudes, lo que vulnera los derechos políticos tanto de 

los ciudadanos, como los del resto de los candidatos que se ven afectados.  

Podemos observar una tercera relación ya no tan evidente entre la corrupción y la 

violación a derechos humanos cuando los actos de corrupción tienen como consecuencia la 

disminución de los recursos públicos y, por ende, se tendrán menos bienes y peores 

servicios que abiertamente transgreden las obligaciones de protección, garantía y 

promoción de todos los derechos; así como las obligaciones de progresividad, prohibición 

de regresión y máximo uso de recursos disponibles (ICHRP, 2009; Anand, 2012; Bacio, 2008; 

Gathii, 2009). Esta misma lógica causal es la que se argumenta para explicar el impacto de 

la corrupción en el desarrollo (UNDP, 2004: 9). La disminución de recursos públicos se puede 

dar por medio del desvío de los mismos (la apropiación privada de recursos públicos); o a 

través de la solicitud del pago sobornos en la adjudicación de compra de bienes o prestación 
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de servicios públicos, lo que genera sobreprecios u otro tipo de cargas en la calidad de los 

procesos de adquisición de bienes o servicios. Esta relación entre corrupción y violación a 

los derechos humanos es recuperada por la CIDH en su Tercer Informe sobre la Situación de 

los Derechos Humanos en Paraguay. 

Se puede observar una cuarta relación entre corrupción y la violación a derechos 

humanos a partir de lo que la literatura ha denominado captura estatal o corrupción 

estructural. Lo que se da en estos casos es la distorsión de los procesos de diseño de las 

políticas públicas (ICHRP, 2009) generando la privatización de lo público.  

En la segunda, tercera y cuarta relación entre la corrupción y las violaciones a 

derechos humanos, la interacción ya no se da entre el servidor público y la víctima de 

violaciones a derechos humanos, como vinos en la primera relación; sino entre servidores 

públicos más cercanos a la toma de decisiones administrativas o ejecutivas y particulares 

que buscan obtener una ganancia o una ventaja por medio del acto corrupto. Aquí, las 

víctimas no forman parte de la relación corrupta, pero sufren las consecuencias.  

No hay una, sino múltiples relaciones entre la corrupción y las violaciones a los 

derechos humanos. No sólo son muchas y distintas, sino que suponen diferentes niveles de 

complejidad analítica ya que tienen lógicas y procesos propios. Por ejemplo, la relación 

entre la corrupción y las violaciones a los DH por medio de la corrupción política que 

distorsiona los procesos de diseño de política pública será siempre muy compleja y tendrá 

un carácter estructural. En cambio, la posibilidad de realizar acciones que debieran estar 

prohibidas puede tener una tendencia aislada, endémica pero focalizada, o endémica y 

sistemática. Un ejemplo de este último se observó en el Dictamen Final de la preaudiencia 

sobre Presas, derechos de los pueblos e impunidad (2012), en donde se observa que la 

violación de derechos de los pueblos en la generación de presas sigue los mismos patrones 

independientemente de que la presa se construya en el norte, centro o sur de México. El 

ŀǎǇŜŎǘƻ ŎŜƴǘǊŀƭ Ŝǎ ǉǳŜ Ŝǎ ŘƛŦƝŎƛƭ ƘŀōƭŀǊ ŘŜ άƭŀ ŎƻǊǊǳǇŎƛƽƴέ, sino que se trata de diversos 

mecanismos, procesos y lógicas de corrupción y, por ende, de diferentes relaciones con los 

derechos humanos.  
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En la medida que ciertos tipos de corrupción pueden ser catastróficos para los 

derechos humanos de una comunidad ςcomo en los megaproyectos-, o para un país en su 

totalidad ςcomo en la cooptación estatal y desviación del diseño de la política pública-, en 

los puntos resolutivos de la onceava Conferencia Internacional anticorrupción celebrada en 

Seúl se declaró que la corrupción a larga escala debe ser considerada como un crimen 

contra la humanidad, semejante a la tortura, el genocidio y otros crímenes de lesa 

humanidad. En los mismos resolutivos se condena a la corrupción como inmoral, injusta y 

contraria a los ideales humanitarios inherentes a la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, a la par que se confirma que todas las personas tienen un derecho básico a la 

vida y sociedad libre de corrupción (UNDP, 2004: 9).  

La tarea por venir en el análisis de las violaciones a DH producto de la corrupción es 

el análisis empírico, con datos, de los procesos y magnitudes de estas violaciones que, hasta 

ahora, aparecen de forma hipotética en los textos. No hay duda que, en el análisis de las 

violaciones a los derechos humanos, hacer visible la relación que existe entre corrupción y 

discriminación, entre corrupción y DESC, entre corrupción y violencia policial, o entre 

corrupción y afectación de grupos en condición de vulnerabilidad como migrantes, 

indígenas y personas privadas de libertad, permitirá mejorar el diagnóstico y 

recomendaciones sobre estos problemas (González y Nash, 2011: 73).  

 

RECOMENDACIÓN O6. Realizar análisis cualitativos que permitan mirar el proceso de 

relación entre corrupción y DH 

En este acápite se desarrolló el mecanismo causal que permite teorizar la relación entre 

la corrupción y las violaciones a derechos humanos. En la medida que en los siguientes 

acápites se trabaja con bases de datos y se hace un análisis estadístico, el mecanismo 

causal se mantiene como teoría que explica esa relación. Por ello, en futuras consultorías 

vale la pena realizar análisis cualitativos a partir de casos concretos de corrupción, para 

ilustrar cómo la corrupción impacta a las violaciones a los derechos humanos. Por 
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ejemplo, se puede analizar la relación entre la corrupción y las violaciones a los derechos 

humanos:  

¶ A partir de entrevistas a usuarios de un programa social específico donde se presuma 

que se realizan actos de corrupción. Permite mirar la corrupción realizada a través 

de sobornos por mandos bajos.  

¶ A partir del análisis de sobreprecios en los bienes y/o servicios contratados con el 

gobierno, identificar cuáles son los derechos impactados por los sobreprecios y los 

mecanismos a través de los cuáles se realiza la violación. Permite mirar la corrupción 

realizada a través de sobornos por mandos medios. 

¶ A partir de casos bien documentados de corrupción por la prensa, analizar qué 

derechos están relacionados con dichos actos y cómo se llevó a cabo la violación a 

derechos. Vale la pena buscar específicamente dos actos de corrupción: pago de 

sobornos para realizar acciones que están prohibidas; y desvío de recursos. Permite 

mirar la corrupción realizada a través del desvío de recursos y pago de sobornos, 

realizada por mandos medios y altos.  

¶ La corrupción más difícil de mirar es la captura o cooptación estatal en los mandos 

altos. Aquí el estudio podría comenzar desde la propuesta de una metodología para 

mirar este tipo de corrupción, y analizar el mecanismo que genera la violación a los 

derechos humanos. 
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4. BREVE NOTA DE LA METODOLOGÍA EMPLEADA18 

 

Antes de proceder a la exposición del diagnóstico sobre corrupción y derechos humanos en 

las entidades federativas de México, conviene hacer una breve nota sobre el tipo de 

información que empleamos en este estudio, así como sobre los procedimientos que 

seguimos para su procesamiento y análisis. Con este fin, conviene comenzar por distinguir 

entre los dos principales propósitos que guiaron el empleo de los datos que recaudamos: la 

descripción de los fenómenos en cuestión y el análisis de las potenciales relaciones entre 

ellos.  

4.1.1. ESTRATEGIAS PARA LA DESCRIPCIÓN DE LOS FENÓMENOS 

 

Es relevante reiterar que no se cuenta con indicadores e índices oficiales sobre derechos 

humanos y corrupción. En cambio, lo que sí hay es diversa información elaborada por 

distintas organizaciones estatales que puede ser utilizada para mirar estos conceptos. Esta 

fue la primera parte del trabajo:  

¶ Elaboración de los conceptos de corrupción y derechos humanos.  

¶ Identificación de las dimensiones que integran cada uno de esos conceptos.  

¶ Búsqueda de la información disponible que nos permita mirar cada una de esas 

dimensiones.  

¶ Recopilación de la información y elaboración de la base de datos19.  

Esta labor puede apreciarse en el esquema de títulos y subtítulos en que se ubica 

cada dato. Asimismo, en cada apartado del diagnóstico se especifica la fuente de los datos; 

aunque cabe mencionar que todas las fuentes empleadas consisten en registros 

                                                      
18 Los aspectos más técnicos de la metodología se pueden consultar en este apéndice: 
https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-
metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0  
19 La base de datos completa se puede consultar en el siguiente link: 
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.
xlsx?dl=0  

https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
https://www.dropbox.com/s/ayukcwv5dxmhivp/BASE%20DE%20DATOS%20Corrupci%C3%B3n%20y%20DH.xlsx?dl=0
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administrativos o encuestas oficiales, ya sean disponibles públicamente o resultantes de las 

solicitudes de información que realizamos. 

Ahora bien, existen distintas estrategias que pueden emplearse para sacar el 

máximo provecho a la información con que se cuenta. Un diagnóstico adecuado consiste en 

combinar distintas técnicas de procesamiento de datos con el objetivo de conseguir un 

retrato integral de la situación que busca describirse. En este sentido, el presente estudio 

busca combinar dos estrategias complementarias para lograr una mejor descripción de la 

situación de la corrupción y los derechos humanos en México. Por un lado, se presenta un 

conjunto de datos y gráficas que retratan la evolución temporal de estos fenómenos en el 

país; por otro, se hacen cortes transversales a partir de los datos más recientes con el fin de 

comparar entre sí las 32 entidades federativas del país. 

Uno de los principales retos que se enfrentan cuando se propone hacer 

comparaciones entre distintas unidades de análisis (ya sean países, entidades federativas u 

otras) es buscar cómo resumir la información de cada unidad sin perderse de variaciones 

importantes. Hay algunos casos en que emplear una única medida resumen resulta 

conveniente. Por ejemplo, en este estudio se emplea inicialmente la media por país del 

Índice de Percepción de Corrupción (un promedio simple de los valores que ese país tuvo 

cada año) como medida resumen para ubicar a México entre otros países de interés. El uso 

de la media se justifica en este caso por la relativamente baja variabilidad temporal de las 

medidas en cada país. Siguiendo con el ejemplo, el CPI para México tiene una media de 34.5 

puntos y cada año sólo se desvía en promedio 0.58 puntos de ese valor. Así, al usar la media 

para representar todo el periodo no se pierde demasiada información importante.  

Sin embargo, el uso de medidas resumen no se justifica en la mayoría de los 

indicadores que empleamos para describir a las entidades federativas del país, ya que estos 

varían considerablemente a lo largo del tiempo. Por esta razón se optó presentar el 

diagnóstico combinando la evolución temporal de los datos con cortes transversales en el 

punto más reciente.  
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Otro reto que se surge de la necesidad de comparar las 32 entidades federativas 

consiste en definir una estrategia para presentar eficientemente la información de cada 

entidad. La comparación transversal se hace más eficiente si se reduce el número de 

unidades a comparar. Este principio da fundamento a la construcción de categorías que 

agrupen a las entidades federativas en clases según sus valores en los distintos indicadores. 

Esta estrategia además favorece el empleo de visualizaciones que presentan 

eficientemente una gran cantidad de información. En el presente estudio se emplearon 

mapas de la República para representar la distribución geográfica de las categorías 

construidas para cada indicador. En cada caso se construyeron cinco categorías para 

clasificar a las entidades federativas. El procedimiento que se empleó para construir dichas 

ŎŀǘŜƎƻǊƝŀǎ Ŝǎ ƭŀ άƻǇǘƛƳƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ŘƛǾƛǎƛƻƴŜǎ ƴŀǘǳǊŀƭŜǎέΣ ƭƭŀƳŀŘƻ ǘŀƳōƛŞƴ ŀƭƎƻǊƛǘƳƻ ŘŜ 

Jenks. Este método consiste en probar repetidamente distintos cortes a la información 

hasta encontrar aquel que maximice las diferencias entre categorías mientras minimiza la 

variación al interior de cada categoría. En otras palabras, las categorías que se presentan 

son aquellas que son más distintas entre sí, y que agrupan a las entidades más parecidas en 

su interior.  

En contraste, la comparación de las tendencias a lo largo del tiempo de varias 

entidades requiere de una preselección de un número reducido de unidades de 

comparación. Esto debido a que las visualizaciones que permiten dicha comparación se ven 

afectadas cuando el número de unidades que se incluyen es muy alto. En un gráfico de 

líneas, por ejemplo, cada línea representa la evolución temporal de un indicador en una 

entidad, y entre más líneas se incluyan disminuye la capacidad para diferenciarlas. En este 

sentido, el criterio que se empleó para seleccionar las entidades que se comparan en cada 

caso fue el de maximizar el contraste. Así, en cada gráfica de tendencias se incluyen las 

entidades que tienen las medias más altas en el indicador y se les contrasta con las más 

bajas. Naturalmente, es posible que se hayan excluido variaciones importantes de algunas 

de las entidades que no se incluyen en las gráficas; sin embargo, no existe método alguno 

libre de la disyuntiva entre la inclusión de información y la eficiencia expositiva. 
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Por último, hay algunos indicadores cuya importancia radica en su valor acumulado 

para todo el periodo de análisis. Este es el caso, por ejemplo, de las quejas presentadas ante 

la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Esta información se presenta en el 

diagnóstico mediante una adición simple de los valores que tiene cada entidad en todos los 

años del 2000 al 201420. 

 

4.1.2. ESTRATEGIAS PARA EL ANÁLISIS DE LAS RELACIONES ENTRE LOS FENÓMENOS 

Existen distintas herramientas útiles para probar empíricamente una variación conjunta 

entre dos indicadores (uno de corrupción y otro de derechos humanos), a esto le llamamos 

correlación. Cada una de estas herramientas conlleva distintas lógicas, requiere diferentes 

insumos y tiene diversas utilidades. La elección de la técnica más adecuada para generar 

evidencia sobre una relación causal depende del tipo de información con que se cuente y 

de los objetivos del estudio en cuestión. Para el caso que nos ocupa, la exploración de los 

efectos empíricos de la corrupción sobre el ejercicio de los derechos humanos representa 

un área de estudio poco explorada con análisis cuantitativo. En este sentido, los 

mecanismos específicos en que una variable afecta a la otra están aún poco definidos, tanto 

empírica como teóricamente. Por esta razón se hace imposible asumir a priori ƭŀ άŦƻǊƳŀ 

ŦǳƴŎƛƻƴŀƭέ ŘŜ ŘƛŎƘŀ ǊŜƭŀŎƛƽƴΤ ƴƻ ǎŜ ǇǳŜŘŜ ŀǎǳƳƛǊΣ ǇƻǊ ŜƧŜƳǇƭƻΣ ǉǳŜ ƭŀ ǊŜƭŀŎƛƽƴ ŜƴǘǊŜ ƭŀ 

corrupción y los derechos humanos sea lineal (siempre la misma sin importar la magnitud 

del problema), o que sea más fuerte cuando hay mucha o poca corrupción. Esto quiere 

decir, concretamente, que no sería conveniente analizar el efecto de interés a partir de un 

modelo estadístico que presuponga alguna de estas relaciones. 

 Si a las consideraciones anteriores aunamos que la información disponible sobre los 

fenómenos de interés no es del todo precisa sino aproximada (ya que fueron asociadas con 

los indicadores más adecuados de entre los disponibles), una técnica alternativa se vuelve 

                                                      
20 Para una explicación técnico-metodológica sobre las decisiones de estadística descriptiva utilizada en el 
informe se puede consultar el siguiente apéndice: 
https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-
metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0 

https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0
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aún más necesaria. Por esta razón, en el presente estudio optamos por examinar 

empíricamente la relación entre la corrupción y el ejercicio de derechos mediante la técnica 

de regresiones locales21. Esta técnica emplea los mismos principios de la regresión lineal 

tradicional, pero abocados a la identificación a posteriori de la forma en que se relacionan 

dos variables. En pocas palabras, la técnica por la que optamos secciona la muestra en 

tantas partes como unidades de observación, tomando un cierto porcentaje de las 

observaciones más cercanas en cada sección. Después estƛƳŀ ǇŀǊŀ ŎŀŘŀ άǎǳōƳǳŜǎǘǊŀέ ǉǳŞ 

nivel de ejercicio de derechos es de esperar dado un valor de corrupción. Finalmente, une 

todos esos puntos para encontrar una línea que represente el efecto que estudiamos. Más 

allá de los principios operativos de la técnica de regresiones locales, su utilidad reside en 

que permite encontrar empíricamente los patrones que sigue la relación entre una variable 

independiente y una dependiente. 

Como en toda técnica estadística, la interpretación causal la provee el investigador 

con base en argumentos teóricamente orientados. Siguiendo la lógica del presente estudio, 

interpretaremos los resultados de las regresiones locales como el efecto de la corrupción 

sobre los derechos humanos.  

La lógica que seguimos en la selección de los indicadores al realizar las pruebas siguió 

dos criterios: 1) maximizar las combinaciones posibles entre el tipo de información de 

corrupción y el tipo de derechos afectados; y 2) favorecer los resultados más significativos 

de las tablas de correlación expuestas más abajo. Finalmente, por razones prácticas y en 

concordancia con la lógica de la técnica empleada, no se exponen los resultados de todas 

las combinaciones puestas a prueba. Las gráficas y las interpretaciones que se presentan 

son aquellas que mejor ilustran las diferentes formas que asume empíricamente la relación 

de la corrupción con los derechos humanos en México, a partir de la evidencia disponible. 

                                                      
21 Para una explicación técnico-metodológica sobre lo que son las regresiones lineales se puede consultar el 
siguiente apéndice: https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-
metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0  

https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/fe35gi9rhkbgpbd/Ap%C3%A9ndice%20t%C3%A9cnico-metodol%C3%B3gico.pdf?dl=0
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5. ANÁLISIS EMPÍRICO DE LA RELACIÓN ENTRE LA CORRUPCIÓN Y 

LOS DERECHOS HUMANOS. ESTUDIOS DE ESTADÍSTICA 
DESCRIPTIVA Y ANALÍTICA EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS DE 

MÉXICO DEL 2000 AL 2014. 

 

En este acápite analizaremos la relación entre la corrupción y los derechos humanos en 

México a partir del análisis estadístico de cada una de las entidades federativas entre el 

2000 y el 2014. Antes, vale la pena mirar cómo se encuentra México a nivel internacional 

tanto en materia de corrupción como de derechos humanos. Para ello, recuperamos 

algunos de los principales competidores de México, elegimos a los países que se encuentran 

en el MIKTA (México, Indonesia, Corea, Turquía y Australia) que son los Estados con los que, 

en materia económica, se suele comparar a México. Sumamos a Brasil y la India.  

 Comencemos con la corrupción. Utilizamos el índice de percepción de la corrupción 

(CPI, por sus siglas en inglés) de Transparencia Internacional en el periodo 2012 - 2015. Este 

índice va de 0 a 100, donde los números bajos suponen mucha corrupción, y los altos poca. 

En esta comparación vemos que México se encuentra mucho más cerca de Indonesia, 

ubicados ambos en los peores lugares de la percepción de corrupción junto con la India.  

  Gráfica 1. Promedio del CPI para los países del MIKTA más Brasil y la India, 2012-2015 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de información de Transparency International. 

Vayamos ahora a los derechos humanos. La primera comparación la realizamos a 

partir del índice de empoderamiento desarrollado por CIRI, Human Rigths Data Project para 
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los años 1996 ς 2011. Este índice incluye a los derechos de libertad de expresión, de religión, 

de tránsito, de entrada y salida del país, los derechos de reunión y asociación, a la 

autodeterminación electoral, y laborales. El índice va de 0 a 14, donde 0 supone que no se 

ejerce ninguno de esos derechos, y 14 que se ejercen todos ellos. Lo que se observa en la 

gráfica es el promedio simple de los años analizados. Si bien todos los países están por 

debajo de Australia, hay un sólido segundo lugar entre México y Corea que se encuentran 

por arriba de Turquía e Indonesia.  

Gráfica 2. Media del Índice de Empoderamiento para los países de MIKTA más la India y Brasil, 1996 ς 
2011  

 

Fuente: Elaboración propia a partir de información de The Cingranelli-Richards Human Rights Data Set. 

  

Hicimos los mismo con el índice de integridad física, que incluye a las ejecuciones 

extrajudiciales, la desaparición, la tortura y los prisioneros políticos. El índice va de 0 a 8. La 

lógica es la misma, el 0 supone ausencia de derechos, el 8 el ejercicio de todos los derechos. 

Australia y Korea repiten como primer y segundo lugar, mientras México se cae a un cuarto 

lugar después de Brasil y más cercano a Turquía e Indonesia.  
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Gráfica 3. Media del Índice de Integridad Física para los países de MIKTA más Brasil y la India, 1996 ς 2011  
 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de información de The CIRI Human Rights Data Set. 

  

Con la información de la gráfica 4, ahora que sabemos cómo se encuentra México 

en comparación con otros países, veamos lo que sucede al interior del país.  

5.1. DIAGNÓSTICO DEL EJERCICIO DE DERECHOS HUMANOS EN LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS DE MÉXICO DEL 2000 AL 2014. 

En esta sección presentaremos, de forma descriptiva, los indicadores que nos permitirán 

observar a los derechos humanos en cada una de las entidades federativas en el periodo 

2000 al 2014. Miraremos a los derechos humanos a partir de cuatro tipos de indicadores: 

los que dan cuenta de los derechos humanos en general; los que nos aproximan a los 

derechos civiles; los que nos hablan de los derechos políticos; y los que nos permiten 

observar a los derechos económicos y sociales. El recuento de los indicadores que integran 

cada grupo se realizó páginas arriba.  

Con el fin de retratar el panorama de las entidades federativas en México, en 

relación con cada uno de los indicadores seleccionados, presentaremos dos tipos de 

visualizaciones. En primer lugar, incluimos una representación de la información en un 

mapa de la división política de México. Este tipo de gráficas nos permitirán apreciar un corte 

transversal de los indicadores en el momento más reciente disponible. De esta manera, es 

posible apreciar la distribución de las entidades federativas en categorías dadas por los 
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valores en cuestión, mismas que se representan con las distintas tonalidades con que se 

presenta cada entidad. Así, por ejemplo, en la gráfica se presenta la distribución del total 

de quejas ante la CNDH en 2014. Esta gráfica permite dar cuenta con mayor claridad de la 

situación de las 32 entidades federativas del país respecto a este indicador general del 

ejercicio de los derechos humanos, así como identificar alguna posible lógica espacial en su 

distribución. 

 

Mapa 1. Distribución del total de quejas ante la CNDH en las entidades federativas de México, 2014 

 

Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos suministrada 
a través de INFOMEX con corte al 27 de abril de 2016. 

 

La construcción de las categorías con que clasificamos a las entidades federativas es 

el resultado de la aplicación de un algoritmo que apunta a maximizar la utilidad del mapa. 

Este método define las categorías con base en los valores del indicador, de manera que se 

minimice la variación al interior de cada categoría al tiempo que se maximiza la variación 

entre clases. En la clasificación resultante para el mapa anterior se definió la categoría más 
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alta exclusivamente para el caso de la Ciudad de México. Este resultado implica que ninguna 

otra entidad podría ser clasificada junto con la Ciudad de México sin afectar la distribución 

de las demás. Podríamos atender intuitivamente este caso extremo en parte asociado a su 

igualmente extrema densidad poblacional (poco menos de seis mil habitantes por kilómetro 

cuadrado según la Encuesta Intercensal 2015). Pese a esta limitación, el indicador en 

cuestión resulta útil para apreciar la distribución relativa del resto de las entidades 

federativas. En este sentido podemos identificar una concentración de las quejas ante la 

CNDH en un corredor que va de la Ciudad de México hacia el occidente del país, en los 

Estados de México, Michoacán y Jalisco. En esta segunda categoría de entidades con más 

de 447 quejas en 2014 se suman también los casos de Veracruz y Tamaulipas. 

 

RECOMENDACIÓN 07. Examinar la posibilidad de una lógica regional en el ejercicio de 

derechos 

La distribución geográfica de las categorías que construimos respecto del total de quejas 

ante la CNDH, en tanto indicador del ejercicio de derechos humanos en general, presenta 

una correlación espacial considerable. Esto significa que el valor que tiene una entidad 

federativa dada está asociado en alguna medida con el mismo valor para las entidades 

aledañas. La consecuencia empírica de este fenómeno es que las entidades con más 

quejas se encuentran agrupadas en pocos racimos de estados vecinos. Si bien esta 

apreciación no puede considerarse concluyente, valdría la pena examinar en detalle dicha 

posibilidad con el fin de comprender mejor el ejercicio de los derechos humanos. 

 

Por otra parte, dado que la representación en un mapa sólo retrata el último 

momento de las quejas ante la CNDH, requerimos de una visualización complementaria 

sobre sus tendencias longitudinales. Así, en la gráfica se presenta la evolución temporal de 

este indicador para una selección de los casos cuyas medias en el periodo son las más altas 

y las más bajas. De esta información llama la atención Chiapas, que a pesar de pertenecer 

a una categoría intermedia en 2014, el número de quejas ha repuntado en otros momentos 
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del periodo. Los valores más altos para esta entidad se dieron en 2006, cuando 

prácticamente alcanzó a la Ciudad de México, y en 2012. Estos años coinciden con jornadas 

electorales federales y cambios de administración. Por su parte, Veracruz tuvo un aumento 

sostenido en el periodo hasta 2012, pasando de la segunda a la cuarta posición después de 

ese año. El descenso en el total de quejas después de 2012 fue generalizado en el país, con 

las excepciones del Estado de México y Tamaulipas. Las entidades con las medias más bajas 

para el periodo son Tlaxcala y Campeche.  

 

Gráfica 4. Tendencias longitudinales del total de quejas ante la CNDH en entidades federativas 
seleccionadas, 2000-2014 

 

Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos suministrada 
a través de INFOMEX con corte al 27 de abril de 2016.  

 

 

Antes de proceder a la revisión de los siguientes grupos de indicadores, vale la pena 

detenernos para contrastar la información anterior con el número de recomendaciones 
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emitidas por la CNDH por entidad federativa. En el gráfico observamos que la entidad con 

mayor número de recomendaciones en 2014 fue Oaxaca, seguido en otra categoría por el 

Estado de México y la Ciudad de México. En esta ocasión, la categoría más baja está 

constituida por entidades que no tuvieron ninguna recomendación en ese año. 

Mapa 2. Distribución del número de recomendaciones de la CNDH en las entidades federativas, 2014 

 

Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos suministrada 
a través de INFOMEX con corte al 27 de abril de 2016. 

5.1.1. EJERCICIO DE LOS DERECHOS CIVILES EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 

Los indicadores que seleccionamos para examinar el ejercicio de derechos civiles en el país 

son el total de homicidios por entidad federativa, el porcentaje que representan esos 

homicidios respecto del total de muertes violentas en cada entidad, las quejas emitidas ante 

la CNDH por desapariciones forzadas, detenciones y tortura, y las averiguaciones previas 

iniciadas por desapariciones forzadas.  

 Las muertes por homicidio constituyen uno de los indicadores más difundidos para 

analizar la situación de violencia, y en este estudio lo asumimos como indicador de ejercicio 

del derecho a la vida. La razón de su uso generalizado es que se trata de información que 
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pertenece a los registros civiles, a diferencia de las cifras sobre otros crímenes que son 

generadas por el poder judicial a partir de su denuncia. De esta manera, las estadísticas 

oficiales sobre homicidios no se ven afectadas por el subregistro en la misma medida que 

aquéllas. En la gráfica observamos que el Estado de México es la única entidad en la 

categoría de mayor número de homicidios en 2014, con 2,918 muertes de este tipo. Le 

siguen con más de 1,727 muertes Chihuahua y Guerrero. Sin embargo, estas dos entidades 

encabezan la lista respecto del porcentaje que representan los homicidios respecto del total 

de muertes violentas, con 56% y 47% respectivamente. Por otra parte, la categoría que 

incluye a un mayor número de entidades es la más baja (el color más claro del mapa), con 

14 casos. Este tipo de distribución nos habla de un marcado sesgo a la derecha, es decir que 

hay más entidades con un número reducido de homicidios y un número menor con valores 

atípicamente altos en este indicador. Esta misma concentración en la distribución de los 

homicidios puede apreciarse en el histograma que se incluye a un costado del mapa. 

Mapa 3. Distribución de los homicidios en las entidades federativas de México, 2014 

 
Fuente: Elaboración propia con información del Instituto Nacional de Estadística y Geografía sobre muertes 
por homicidios dolosos, disponible en la sección de Registros Administrativos de su sitio en línea (consultado 
el 11 de julio de 2016). 

El número de homicidios en nuestro país es objeto de enormes variaciones no sólo 

espaciales sino temporales, dado su estrecho vínculo con la evolución del crimen 

organizado. Efectivamente, después de un descenso sostenido y generalizado en este 

indicador desde la última década del siglo pasado hasta 2007, estalló una crisis de violencia 

en el país. El inicio del combate frontal al narcotráfico por parte de la administración de 
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Calderón se reflejó en un drástico aumento en los homicidios ocurridos en el país. La línea 

de tendencia de Chihuahua en la Gráfica 4.7 nos muestra la realización más extrema de este 

fenómeno: en 2010 ocurrieron 6,421 homicidios, más de diez veces el valor para la entidad 

en 2007. La repetición de este patrón en estados como Guerrero o Sinaloa terminó por 

reflejarse en la media nacional. Después de 2010 estas mismas entidades han visto un 

descenso en las muertes por homicidio, aunque sin alcanzar sus propios valores previos a 

2007.  

Sin embargo, este desarrollo no fue generalizado. En las entidades con la media más 

baja de homicidios para el periodo (Aguascalientes, Yucatán y Baja California Sur) este 

indicador se mantuvo relativamente constante. Coincide además que en estas entidades las 

muertes por homicidio representan menos del 10% de las muertes violentas. Por su parte, 

entidades como el Estado de México y la Ciudad de México han seguido una lógica distinta 

en esta evolución, con un aumento sostenido durante el periodo, más marcado en el primer 

caso que en el segundo. 

Gráfica 5. Tendencia longitudinal del número de homicidios en entidades federativas seleccionadas, 2000-
2014 

 
Fuente: Elaboración propia con información del Instituto Nacional de Estadística y Geografía sobre muertes 
por homicidios dolosos, disponible en la sección de Registros Administrativos de su sitio en línea (consultado 
el 11 de julio de 2016). 

Otro tipo de información que podemos emplear para dar cuenta de la situación de 

los derechos civiles en México durante este periodo es la provista por la CNDH sobre las 

quejas recibidas para algunas violaciones específicas a derechos humanos. Esta información 

permite dar una imagen, aunque no del todo precisa, sobre la propagación diferencial de la 

desaparición forzada, las detenciones arbitrarias y la tortura en la República.  
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Dado el tipo de datos en cuestión, resulta más conveniente describir la suma total 

de cada tipo de queja para todo el período, seguida de las tendencias longitudinales de los 

casos más extremos. Respecto de la desaparición forzada, cinco entidades concentran el 

53% de los quejas ante la CNDH en todo el país: Chihuahua, Tamaulipas, Michoacán, 

Coahuila y Guerrero. Además, al observar en detalle la evolución de este indicador en el 

período notamos que la mayor parte de todas estas quejas fueron registradas entre 2008 y 

2012. Tal concentración espacial y temporal de las quejas por desaparición forzada coincide 

además con años y entidades que estaban siendo afectadas por la guerra contra el crimen 

organizado (ambas variables se correlacionan positivamente en r=0.38). Asimismo, 

contrastamos este indicador con las averiguaciones previas iniciadas por desaparición 

forzada en cada entidad. Veracruz encabeza la lista con 54 averiguaciones previas, seguido 

de los estados que ya habíamos identificado como los más afectados: Tamaulipas con 35, 

Chihuahua con 29 y Coahuila con 25. Estas cuatro entidades concentran el 68% de las 

averiguaciones previas por desaparición forzada. 
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Gráfica 6. Total de quejas por desaparición forzada ante la CNDH por entidad federativa, 2000-2014 

 
Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos suministrada 
a través de INFOMEX con corte al 27 de abril de 2016. 

 
 

Gráfica 7. Tendencia longitudinal del número de quejas por desaparición forzada ante la CNDH en 
entidades seleccionadas, 2000-2014 

 
Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos suministrada 
a través de INFOMEX con corte al 27 de abril de 2016. 
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 Las quejas por detenciones arbitrarias son en cambio mucho más abundantes. En la 

lista ordenada por el total de quejas de este tipo resalta la inclusión de la Ciudad de México. 

A pesar de que esta entidad concentra ampliamente el total de quejas de la CNDH, había 

quedado en un lugar intermedio en cuanto a desapariciones forzadas. Los demás ocupantes 

de los primeros lugares son los ya tristemente familiares: Michoacán, Chihuahua, Veracruz, 

Tamaulipas y Guerrero. La evolución temporal de este indicador se presenta en la gráfica y, 

con excepción de la Ciudad de México, demarca la misma concentración de quejas en los 

años posteriores a 2007. 

 Por su parte, las quejas por tortura presentadas en el periodo son menos frecuentes, 

aunque igualmente concentradas. Las cinco entidades que encabezan esta lista concentran 

el 47% de las quejas por tortura que recibe la CNDH en todo el país. En este indicador, la 

Ciudad de México es sustituida por Baja California. 

 
Gráfica 8. Total de quejas por detenciones arbitrarias ante la CNDH por entidad federativa, 2000-2014 

 

 
Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos suministrada 
a través de INFOMEX con corte al 27 de abril de 2016. 
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Gráfica 9.  Tendencia longitudinal del número de quejas por detenciones arbitrarias ante la CNDH en 
entidades seleccionadas, 2000-2014 

 
Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos suministrada 
a través de INFOMEX con corte al 27 de abril de 2016. 

 

 

Gráfica 10. Total de quejas por tortura ante la CNDH por entidad federativa, 2000-2014 

 

Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos suministrada 
a través de INFOMEX con corte al 27 de abril de 2016. 
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RECOMENDACIÓN 08. Recuento de los daños en las entidades más afectadas por la 

violencia 

Si bien en este estudio empleamos el número de homicidios en una entidad directamente 

como indicador negativo del ejercicio de derechos civiles, la situación de violencia que se 

vivió en algunas entidades puede tener afectaciones a los derechos humanos más allá de 

las víctimas directas. De la misma manera, la alta concentración de quejas por 

desaparición forzada, detenciones arbitrarias y tortura en las mismas entidades 

(Chihuahua, Guerrero, Michoacán, Tamaulipas y Veracruz), retrata unas condiciones 

generales desfavorables al ejercicio de derechos civiles. Las víctimas indirectas de la 

violencia continúan viviendo en estas entidades, y la manera en que otros de sus 

derechos han sido afectados podría ser examinada en profundidad en algún estudio 

futuro. 

 

 

5.1.2. EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS POLÍTICOS EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 

Existe poca información empírica sobre el ejercicio de los derechos políticos en México. De 

entre los derechos y libertades que pertenecen a este conjunto, el ejercicio del derecho a 

votar es el que acaso podemos observar mejor, utilizando la participación electoral en las 

entidades como su indicador de resultado. En el mapa presentamos un corte transversal 

sobre su distribución en las elecciones federales de 2012. Vale la pena comentar las dos 

categorías extremas: por una parte, Yucatán y Tabasco son entidades con una participación 

de más de 71%, mientras que Baja California, Chihuahua y Michoacán pertenecen a la clase 

de menos de 58% de participación. 
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Mapa 4. Distribución de las entidades federativas en México según su participación electoral, 2012 

 

Fuente: elaboración propia con información del Atlas de los resultados electorales federales 1991 ς 2012, del 
Instituto Nacional Electoral. http://siceef.ine.mx/atlas.html 

 

La participación electoral ha sido objeto de numerosos estudios en el desarrollo de 

las ciencias sociales, en los que se le ha llegado a considerar como una variable en la que 

convergen distintos procesos sociales (como evaluaciones ciudadanas sobre el gobierno, 

movilizaciones partidarias, o pertenencia a redes clientelares). Al mismo tiempo, el acto de 

votar es efectivamente el ejercicio de un derecho político, aunque la cercanía en que refleje 

dicho ejercicio es imposible de definir con la información disponible. Este argumento resulta 

relevante para atender las variaciones que típicamente aparecen entre la participación en 

elecciones presidenciales e intermedias en México. Aunque posteriormente examinaremos 

la relación de este indicador con la corrupción en el país, las variaciones que se aprecian en 

la gráfica reflejan claramente una importancia diferenciada de las jornadas electorales de 

2000, 2006 y 2012, contra las de 2003 y 2009. Si comparamos sólo la participación en 

elecciones presidenciales en las entidades con mayor participación observamos que los 

valores de Tabasco aumentaron sostenidamente y los de Yucatán fueron mayores en 2012 
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que en cualquier otro año. Por su parte, la participación en Baja California, Chihuahua y 

Michoacán fue mayor en 2012 que en 2006, pero menor que en 2000. 

Gráfica 18. Tendencia longitudinal de la participación en elecciones federales para 

entidades seleccionadas, 2000-2012 

 

Fuente: elaboración propia con información del Atlas de los resultados electorales federales 1991 ς 2012, 
del Instituto Nacional Electoral. http://siceef.ine.mx/atlas.html 

 

5.1.3. EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS Y SOCIALES EN LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS 

Los indicadores que nos permiten observar el ejercicio de los derechos económicos y 

sociales son las evaluaciones de pobreza y carencias de CONEVAL, el Índice de Desarrollo 

Humano, y algunas medidas de CONAPO como la mortalidad infantil y la esperanza de vida. 

De acuerdo con la definición multidimensional de CONEVAL, una persona se 

encuentra en situación de pobreza cuando tiene al menos una carencia social (en los seis 

indicadores de rezago educativo, acceso a servicios de salud, acceso a la seguridad social, 

calidad y espacios de la vivienda, servicios básicos en la vivienda y acceso a la alimentación) 

y su ingreso es insuficiente para adquirir los bienes y servicios que requiere para satisfacer 

sus necesidades alimentarias y no alimentarias. A partir de esta definición y de las medidas 

que al respecto realiza el mismo Consejo, podemos trabajar con diferentes indicadores 
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negativos sobre el ejercicio de los derechos económicos de las personas. En primer lugar, 

contamos con el porcentaje de la población de cada entidad que se encuentra en situación 

de pobreza.  

La clasificación de las entidades federativas en cinco categorías de pobreza está 

representada en la gráfica. Con esta visualización advertimos de la fuerte lógica espacial 

que asume la distribución de la pobreza, con cuatro estados vecinos en el sur del país 

agrupados en la categoría más alta: Chiapas, Guerrero, Oaxaca y Puebla. La correlación 

espacial en este indicador es más clara que en cualquier otro, pues divide al país en dos 

polos opuestos: en contraste con el sur, en el norte del país hay dos grupos que abarcan 

todas las entidades con menor pobreza (Nuevo León y Coahuila, por un lado, Sonora y la 

península de Baja California por el otro).  

Mapa 5. Distribución de las entidades federativas en categorías de pobreza, 2014 

 
Fuente: elaboración propia con información del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, disponible en www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Pobreza_2014.aspx 

La polarización del país en términos de este indicador es drástica. Mientras que en 

las entidades del norte que mencionamos hay menos de una tercera parte de la población 
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en pobreza, en los estados peor clasificados del sur más de dos terceras partes de los 

habitantes se encuentran en esta condición.  

Ahora bien, como con cualquier otra medición, el indicador que empleamos 

depende de la interacción de las dos condiciones definidas. Sin embargo, cada uno de estos 

componentes de la medida tiene su propia distribución cuando se le toma por separado. 

Siendo así, resulta relevante que miremos los cambios en la clasificación de las entidades 

cuando son vulnerables exclusivamente por el componente de ingreso de la medición. Este 

componente, a diferencia del de carencias sociales, está directamente relacionado con el 

funcionamiento económico de las sociedades de mercado en cada entidad. Aunque por sí 

mismo no agota la imagen del ejercicio de los derechos económicos de las personas, retrata 

la composición de la estructura de ingresos de cada entidad sin las distorsiones de la política 

pública.  

Las marcadas diferencias que se observan en la gráfica hacen valer este 

detenimiento: en el norte del país se ubica el racimo de entidades con mayor porcentaje de 

habitantes vulnerables por ingresos, mientras que en el sur se encuentra el extremo 

opuesto. Un razonamiento que podemos derivar de esta información es que la estructura 

de ingresos no es tan radicalmente distinta en las entidades del norte y del sur del país; las 

diferencias en la prevalencia de la pobreza se deben en mayor medida a la cobertura de las 

necesidades sociales. 
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Mapa 6. Distribución de la vulnerabilidad por ingreso en las entidades federativas, 2014 

 

Fuente: elaboración propia con información del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, disponible en www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Pobreza_2014.aspx 

 

Las medidas por separado de cada carencia social en las entidades confirman el 

argumento anterior. En efecto, es en las entidades del norte del país en donde encontramos 

una menor proporción de habitantes en condición de vulnerabilidad por alguna de las seis 

carencias sociales. La tabla siguiente es un resumen de las posiciones que ocupan las 

entidades federativas al ordenarlas por su valor en los seis indicadores de las carencias 

sociales. En ella notamos el patrón esperado, que los estados que ocupan los últimos 

lugares en todas las listas resultantes son los estados del sur, mientras que los primeros 

lugares están ocupados por las entidades del norte, más la Ciudad de México. 
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Tabla 2. Tabla ordinal de las entidades según su porcentaje de habitantes con alguna carencia social 

 Rezago 
educativo 

Acceso a 
servicios 
de salud 

Acceso a 
seguridad 
social 

Calidad 
de la 
vivienda 

Servicios 
en la 
vivienda 

Acceso a 
aliment. 

Último Chiapas Puebla Chiapas Guerrero Oaxaca Guerrero 

Penúltimo Mich. Mich. Guerrero Chiapas Guerrero Tabasco 

Antepenúltimo Oaxaca Guerrero Oaxaca Oaxaca Chiapas Mich. 

Tercero N. León Coahuila Sonora Ags. C. de M. Baja Cal. 

Segundo Coahuila Camp. N. León C. de M. Colima Tams. 

Primero C. de M. Colima Coahuila Coahuila Ags. N. León 

Fuente: elaboración propia con información del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, disponible en www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Pobreza_2014.aspx 

 

Finalmente, en los gráficos presentamos los valores de estos seis indicadores para 

cada entidad federativa. En el primer gráfico incluimos las carencias por rezago educativo, 

acceso a servicios de salud y acceso a seguridad social. Los valores de las carencias por 

calidad de la vivienda, servicios en la vivienda y acceso a alimentación se encuentran en la 

segunda gráfica. De estas medidas nos interesa resaltar que la carencia por seguridad social 

es la de mayor prevalencia en todas las entidades del país. 
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Gráfica 11. Porcentaje medio de habitantes por entidad federativa con carencia por rezago educativo, 
acceso a servicios de salud o acceso a seguridad social, 2000-2014 

 
Fuente: elaboración propia con información del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, disponible en www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Pobreza_2014.aspx 

 
 

 
Gráfica 12. . Porcentaje medio de habitantes por entidad federativa con carencia por calidad de la 

vivienda, servicios en la vivienda o acceso a alimentación, 2000-2014 

 
Fuente: elaboración propia con información del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, disponible en www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Pobreza_2014.aspx 
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RECOMENDACIÓN 09. Estudio comparativo sobre las experiencias de la vulnerabilidad 

en el norte y en el sur del país 

El panorama que emerge de la exploración de los datos sobre el ejercicio de los derechos 

económicos y sociales en el país está marcado por la oposición de dos polos o grupos de 

entidades en el norte y en el sur. A partir de las comparaciones que realizamos de la 

información empírica disponible, se sugieren dos modelos muy distintos de 

vulnerabilidad. En el sur hay una alta prevalencia de la pobreza multidimensional que 

resulta de tener al menos una carencia social y un ingreso por debajo de la línea de 

bienestar. En el norte del país encontramos una proporción considerable de personas con 

un ingreso insuficiente para alcanzar el bienestar económico, pero que no enfrentan las 

carencias sociales definidas por CONEVAL. Podría explorarse en un futuro las causas 

específicas de estas diferencias (tal vez el gasto social de gobierno) y sus consecuencias 

sobre otros aspectos de la ciudadanía que viven las personas. 

 

 Hasta aquí discutimos la distribución geográfica de la pobreza en México. Respecto 

a su evolución temporal podemos advertir, en la gráfica, una relativa estabilidad en las 

líneas de las 32 entidades federativas. En cada subárea de la gráfica, la altura de la línea 

indica mayor o menor porcentaje de personas en situación de pobreza. Advertimos que casi 

en todos los casos se trata de una constante en la primera parte del periodo, seguida de 

una alteración (para mal en la mayoría de los casos) en 2009, como reflejo de la crisis 

económica que se vivió a nivel internacional en ese año. Lo que pasa después de dicha 

alteración varía en cada caso. En algunos estados se estabiliza en un porcentaje mayor (Baja 

California Sur, Colima, Zacatecas), en otros regresa a su valor previo (Guanajuato, 

Quuerétaro, Sonora, Veracruz) y en algunos más incluso desciende (Coahuila, Tabasco, 

Querétaro). 
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Gráfica 13. Tendencias longitudinales de la pobreza en las entidades federativas, 2000-2014 

 

Fuente: elaboración propia con información del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, disponible en www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Paginas/Pobreza_2014.aspx 

 

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo ha implementado una 

metodología para generar indicadores a partir de la teoría del desarrollo humano. De esta 

manera ha desarrollado y hecho público el Índice de Desarrollo Humano para las entidades 

federativas de México. El IDH aporta valores entre 0 y 1, siendo 0 la calificación más baja y 

1 la más alta. En su cálculo el IDH incluye tres componentes, uno económico relativo al 

ingreso de la población, otro educativo que refiere al nivel medio de escolaridad, y un 

tercero que mide el acceso a los servicios de salud. La PNUD clasifica a los países en tres 

grandes grupos: los países con alto desarrollo humano tienen IDH>0,80; los países con 

medio desarrollo humano con 0,50>IDH>0,80; y los países con bajo desarrollo humano 

tienen IDH<0,50. Bajo este criterio, la Ciudad de México tendría un alto desarrollo humano 

y el resto de las entidades se clasificarían como de desarrollo humano medio. Sin embargo, 
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para apreciar mejor las diferencias relativas en el IDH presentamos la gráfica. Si bien hay 

diferencias notables en las categorías intermedias, las categorías más alta y más baja 

definen una polarización de las entidades muy parecida a la definida por las mediciones de 

la pobreza. 

Mapa 7. Distribución de las entidades federativas en categorías del IDH, 2014 

 

Fuente: elaboración propia con información del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. 

 

Cerramos este apartado con una descripción de la esperanza de vida al nacer en las 

entidades federativas de México. La variación en este indicador puede parecer menor, dado 

que todas las entidades se encuentran en el intervalo que va de 72.28 a 76 años. Sin 

embargo, la esperanza de vida es una medida cuyas variaciones, por menores que sean, 

resultan difíciles de alcanzar. Esto se debe a que depende de la interacción de muchos 

factores relativos al sistema de salud, cuya influencia sobre la longevidad es limitada. 
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Mapa 8.  Distribución de la esperanza de vida en las entidades federativas, 2014 

 

Fuente: elaboración propia con información de las proyecciones de población elaboradas por el Consejo 
Nacional de Población. Disponible en www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Proyecciones_Datos 

 

5.2. DIAGNÓSTICO DE LA CORRUPCIÓN EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS DE 
MÉXICO DEL 2000 AL 2014.  

En este acápite haremos el análisis descriptivo de los indicadores que nos permiten 

observar la corrupción en las entidades federativas en el periodo del 2000 al 2014. 

Construimos dos distintos tipos de indicadores a partir de tres fuentes. Los dos tipos de 

indicadores son: subjetivos (o de percepción) y objetivos. Los indicadores de percepción 

provienen de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad (ENVIPE) 

levantada por el INEGI en el periodo 2011 ς 2015. Los indicadores objetivos provienen de 

dos fuentes: las observaciones emitidas por la Auditoría Superior de la Federación y las 

sanciones impuestas por la Secretaría de la Función Pública. Veamos cada uno de estos tres 

indicadores a partir de sus fuentes.  


